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I

(Comunicaciones)

CONSEJO

EL PROGRAMA DE LA HAYA: CONSOLIDACIÓN DE LA LIBERTAD, LA SEGURIDAD Y LA
JUSTICIA EN LA UNIÓN EUROPEA

(2005/C 53/01)

I. INTRODUCCIÓN

El Consejo Europeo reafirma el carácter prioritario que atribuye
a la creación de un espacio de libertad, seguridad y justicia, en
respuesta a una inquietud fundamental de los pueblos de los
Estados que constituyen la Unión.

Durante los últimos años la Unión Europea ha desempeñado
un papel cada vez más importante en lo que se refiere a garan-
tizar la cooperación policial, aduanera y judicial y el desarrollo
de una política coordinada en materia de asilo, inmigración y
controles en las fronteras exteriores. Dicho desarrollo conti-
nuará con la consolidación de una zona común de libertad,
seguridad y justicia mediante el Tratado por el que se establece
una Constitución para Europa, firmado en Roma el
29 de octubre de 2004. Este Tratado y los Tratados anteriores
de Maastricht, Amsterdam y Niza han creado progresivamente
un marco jurídico común en el ámbito de la justicia y los
asuntos de interior, así como la integración de este ámbito de
actuación con otras áreas políticas de la Unión.

Desde el Consejo Europeo de Tampere de 1999, la política de
la Unión en el ámbito de la Justicia y los Asuntos de Interior se
ha desarrollado dentro del marco de un programa general.
Aunque no se lograron todos los objetivos iniciales, se han
hecho grandes progresos de forma coordinada. El Consejo
Europeo celebra los resultados conseguidos en el primer
período quinquenal: se han sentado las bases para una política
común de asilo e inmigración, se ha preparado la armonización
de los controles fronterizos, se ha mejorado la cooperación
policial, y han avanzado sustancialmente los trabajos prelimi-
nares para la cooperación judicial sobre la base del principio de
reconocimiento mutuo de resoluciones judiciales y de senten-
cias.

La seguridad de la Unión Europea y de sus Estados miembros
reviste actualmente mayor urgencia, en particular a la luz de
los atentados terroristas cometidos en los Estados Unidos el
11 de septiembre de 2001 y en Madrid el 11 de marzo de
2004. Los ciudadanos de Europa tienen la legítima expectativa
de que la Unión Europea, al tiempo que garantiza el respeto de
las libertades y derechos fundamentales, adopte una actitud
común más eficaz ante los problemas transfronterizos como la

migración ilegal, la trata y la introducción clandestina de seres
humanos, el terrorismo y la delincuencia organizada, así como
respecto a su prevención. Particularmente en el ámbito de la
seguridad, ha crecido la importancia de la coordinación y cohe-
rencia entre las dimensiones interna y externa, que debe propi-
ciarse con firmeza.

Cinco años después del Consejo Europeo de Tampere, ha
llegado el momento de establecer un nuevo programa que
permita a la Unión tomar como base los logros alcanzados y
hacer frente con eficacia a los nuevos desafíos que deba
afrontar. Para ello, el Consejo Europeo ha adoptado este nuevo
programa plurianual que se denominará «Programa de La
Haya». Es el reflejo de las ambiciones expresadas en el Tratado
por el que se establece una Constitución para Europa, y contri-
buye a que la Unión esté preparada para su entrada en vigor.
Toma en cuenta la evaluación de la Comisión (1), que contó
con la aprobación del Consejo Europeo en junio de 2004, así
como la Recomendación que el Parlamento Europeo adoptó el
14 de octubre de 2004 (2), en especial por lo que respecta al
paso a la votación por mayoría cualificada y a la codecisión
previstas en el apartado 2 del artículo 67 del TCE.

El objetivo del Programa de La Haya es la mejora de la capa-
cidad común de la Unión y de sus Estados miembros de: garan-
tizar los derechos fundamentales, las salvaguardias procesales
mínimas y el acceso a la justicia, proporcionar a quienes la
necesiten la protección de acuerdo con la Convención de
Ginebra sobre el estatuto de los refugiados y otros tratados
internacionales, regular los flujos de migración y controlar las
fronteras exteriores de la Unión, luchar contra la delincuencia
organizada transfronteriza y reprimir la amenaza del terro-
rismo, explotar el potencial de Europol y Eurojust, proseguir
con el establecimiento del reconocimiento mutuo de resolu-
ciones judiciales y certificados tanto en materia civil como
penal, y eliminar obstáculos legales y judiciales en los litigios
en asuntos civiles y familiares con repercusiones transfronte-
rizas. Es éste un objetivo que hay que lograr en interés de nues-
tros ciudadanos desarrollando un sistema común de asilo y
mejorando el acceso a los tribunales, la cooperación policial y
judicial en la práctica, la aproximación de las legislaciones y el
desarrollo de políticas comunes.
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Un elemento clave será en un futuro próximo la prevención y
supresión del terrorismo. Un planteamiento común en este
campo debería basarse en el principio de que al preservar la
seguridad nacional los Estados miembros deberán tener plena-
mente en cuenta la seguridad de la Unión en su conjunto.
Además, se pedirá al Consejo Europeo que en diciembre de
2004 refrende la nueva Estrategia europea en materia de lucha
contra la droga (2005-2012), que se añadirá a este Programa.

El Consejo Europeo considera que el proyecto común de la
consolidación del área de libertad, seguridad y justicia es funda-
mental a la hora de asegurar unas comunidades seguras, la
confianza mutua y el Estado de Derecho en toda la Unión. La
libertad, la justicia, el control en las fronteras exteriores, la
seguridad interna y la prevención del terrorismo deberían en
adelante considerarse indivisible en la Unión en su conjunto.
Para lograr un nivel de protección óptima del espacio de
libertad, seguridad y justicia se requiere una actuación multidis-
ciplinar y concertada -tanto a escala de la UE como nacional-
entre los cuerpos y fuerzas de seguridad competentes, en parti-
cular la policía, las aduanas y la guardia de fronteras.

A la luz del presente Programa, el Consejo Europeo invita a la
Comisión a que presente en 2005 al Consejo un plan de acción
en el que se traduzcan en acciones concretas los objetivos y
prioridades del Programa. El plan incluirá un calendario para la
adopción e incorporación de todas las acciones. El Consejo
Europeo insta al Consejo a que vele por el cumplimiento del
calendario previsto para cada una de las distintas medidas. Se
invita a la Comisión a que presente al Consejo un informe
anual sobre la ejecución del Programa de La Haya (cuadro de
indicadores).

II. ORIENTACIONES GENERALES

1. Principios generales

El programa que se expone a continuación intenta responder al
desafío y a las expectativas de nuestros ciudadanos. Se funda en
un planteamiento pragmático y se basa en el trabajo en curso
resultante del programa de Tampere, en los planes de acción
actuales y en una evaluación de las medidas de primera genera-
ción. También parte de los principios generales de subsidia-
riedad, proporcionalidad, solidaridad y respeto de los distintos
sistemas y tradiciones jurídicos de los Estados miembros.

El Tratado por el que se establece una Constitución para
Europa (en adelante «el Tratado constitucional») ha servido de
directriz para el nivel de ambición, si bien los Tratados exis-
tentes establecen la base jurídica para la acción del Consejo
hasta que el Tratado constitucional surta efecto. Por consi-
guiente, se han examinado las diversas áreas políticas para
determinar si el trabajo preparatorio o los estudios podían
comenzar ya, de forma que puedan tomarse las medidas
previstas en el Tratado constitucional tan pronto como éste
entre en vigor.

Los derechos fundamentales, garantizados por el Convenio
Europeo de Derechos Humanos y la Carta de Derechos Funda-

mentales en la parte II del Tratado constitucional, incluidas las
notas explicativas, así como por la Convención de Ginebra
sobre el Estatuto de los Refugiados, deben respetarse plena-
mente. Al mismo tiempo, el programa aspira a conseguir
progresos reales y sustanciales en el esfuerzo por aumentar la
confianza mutua y promover políticas comunes en beneficio de
todos nuestros ciudadanos.

2. Protección de los derechos fundamentales

La incorporación de la Carta en el Tratado constitucional y la
adhesión al Convenio Europeo para la protección de los dere-
chos humanos y de las libertades fundamentales impondrá a la
Unión, con inclusión de sus instituciones, una obligación legal
de garantizar —en todos sus ámbitos de actuación— no sólo el
respeto sino también la promoción activa de los derechos
fundamentales.

En este sentido, el Consejo Europeo, recordando su firme
compromiso de oposición a cualquier forma de racismo, antise-
mitismo y xenofobia expresado en diciembre de 2003, acoge
con satisfacción la comunicación de la Comisión sobre la
ampliación del mandato del Observatorio Europeo del Racismo
y la Xenofobia para convertirlo en un Organismo de Derechos
Humanos.

3. Aplicación y evaluación

La evaluación por la Comisión del programa de Tampere (1) ha
demostrado claramente la necesidad de aplicar y evaluar de
forma adecuada y oportuna todo tipo de medidas en el ámbito
de la libertad, la seguridad y la justicia.

Es de suma importancia que el Consejo desarrolle en 2005
métodos prácticos para facilitar la aplicación oportuna en todas
las áreas políticas: las medidas que requieran la asignación de
recursos por parte de las autoridades nacionales deberán ir
acompañadas de planes apropiados para asegurar una aplica-
ción más efectiva, y la duración del período de aplicación
deberá corresponderse en mayor medida con la complejidad de
la medida afectada. Los informes provisionales periódicos de la
Comisión al Consejo durante el período de aplicación deberán
ofrecer un incentivo para las acciones en los Estados miembros.

La evaluación de la aplicación, así como de los efectos de todas
las medidas es, a juicio del Consejo Europeo, esencial para la
eficacia de la acción de la Unión. Las evaluaciones emprendidas
a partir del 1 de julio de 2005 deben ser sistemáticas, objetivas,
imparciales y eficientes, evitando al mismo tiempo una carga
administrativa excesiva para las autoridades nacionales y la
Comisión. Su objetivo debería ser abordar el funcionamiento de
la medida y sugerir soluciones para los problemas encontrados
en su ejecución o en su aplicación. La Comisión deberá
elaborar un informe anual de evaluación de las medidas diri-
gido al Consejo, e informar al Parlamento Europeo y a los
Parlamentos nacionales.
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Se invita a la Comisión Europea a que elabore propuestas que
puedan presentarse tan pronto como el Tratado constitucional
haya entrado en vigor, relativas al papel del Parlamento
Europeo y de los Parlamentos nacionales en la evaluación de
las actividades de Eurojust y el examen de las actividades de
Europol.

4. Estudio

Puesto que el programa se llevará a cabo durante el período en
que entrará en vigor el Tratado constitucional, se considera útil
un estudio de su aplicación. Con este fin, se invita a la Comi-
sión a que informe al Consejo Europeo, antes de la entrada en
vigor del Tratado constitucional (1 de noviembre de 2006),
sobre los progresos realizados, y a que proponga las adiciones
necesarias al programa, teniendo en cuenta la modificación de
la base jurídica como consecuencia de la entrada en vigor del
Tratado.

III. ORIENTACIONES ESPECÍFICAS

1. Consolidación de la libertad

1.1. Ciudadanía de la Unión

El derecho de todos los ciudadanos de la UE a la libre circula-
ción por los territorios de los Estados miembros de la Unión y
a la libre residencia en éstos constituye el principal derecho que
confiere la ciudadanía de la Unión. El significado práctico de la
ciudadanía de la Unión se verá aumentado por la plena aplica-
ción de la Directiva 2004/38 (1), que codifica el Derecho comu-
nitario en este ámbito, aportando claridad y simplicidad. Se
pide a la Comisión que presente en 2008 un informe al
Consejo y al Parlamento Europeo, en su caso junto con
propuestas encaminadas a permitir a los ciudadanos de la UE
circular dentro de la Unión Europea en condiciones análogas a
las aplicadas a los nacionales de un Estado miembro que
circulan por su país o cambian su lugar de residencia en él, con
arreglo a los principios establecidos del Derecho comunitario.

El Consejo Europeo anima a las instituciones de la Unión a
que, dentro del marco de sus competencias, mantengan un
diálogo abierto, transparente y periódico con asociaciones
representativas y la sociedad civil y propicien y faciliten la
participación de los ciudadanos en la vida pública. En especial,
el Consejo Europeo invita al Consejo y a la Comisión a que
presten una atención especial a la lucha contra el antisemi-
tismo, el racismo y la xenofobia.

1.2. Política de asilo, migración y fronteras

La migración internacional continuará. Es necesario un plantea-
miento completo, que abarque todas sus etapas, que trate las
causas profundas de la migración, las políticas de entrada y
admisión y las políticas de integración y de retorno.

A fin de asegurar un planteamiento de estas características, el
Consejo Europeo insta al Consejo, a los Estados miembros y a
la Comisión a que mantengan a cabo relaciones de trabajo
coordinadas, enérgicas y efectivas entre los responsables de las
políticas de migración y asilo y los responsables de otros
ámbitos políticos pertinentes.

El desarrollo continuado de la política europea de asilo y migra-
ción debería basarse en un análisis común de los fenómenos
migratorios en todos sus aspectos. El refuerzo de la recogida,
suministro, intercambio y utilización eficiente de información y
de datos actualizados sobre todos los aspectos migratorios
pertinentes es de importancia clave.

La segunda fase del desarrollo de una política común en el
campo del asilo, la migración y las fronteras empezó el 1 de
mayo de 2004. Deberá basarse en la solidaridad y el reparto
equitativo de responsabilidades, con inclusión de las implica-
ciones financieras, y en una más estrecha colaboración práctica
entre los Estados miembros: asistencia técnica, formación e
intercambio de información, supervisión de la ejecución y apli-
cación adecuadas y oportunas de los instrumentos, así como
más armonización de la legislación.

El Consejo Europeo, teniendo en cuenta la evaluación por la
Comisión y los firmes puntos de vista expresados por el Parla-
mento Europeo en su Recomendación (2), pide al Consejo que
adopte una decisión basada en el apartado 2 del artículo 67
TCE inmediatamente después de la consulta formal del Parla-
mento Europeo, y a más tardar el 1 de abril de 2005, para
aplicar el procedimiento previsto en el artículo 251 TCE a
todas las medidas del título IV destinadas a reforzar la libertad,
de acuerdo con el Tratado de Niza, excepto para la migración
legal.

1.3 Un sistema europeo común de asilo

Los objetivos del sistema europeo común de asilo en su
segunda fase serán la creación de un procedimiento común de
asilo y de un estatuto uniforme para las personas a las que se
concede el asilo o la protección subsidiaria. Se basará en la apli-
cación plena y no excluyente de la Convención de Ginebra
sobre el Estatuto de los Refugiados y otros tratados pertinentes,
y en una evaluación a fondo y completa de los instrumentos
jurídicos adoptados en la primera fase.
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El Consejo Europeo exhorta a los Estados miembros a que
ejecuten plenamente la primera fase sin demora. A este
respecto, el Consejo deberá adoptar lo antes posible por unani-
midad, de conformidad con el apartado 5 del artículo 67 del
TCE, la Directiva sobre los procedimientos de asilo. Se invita a
la Comisión a que concluya la evaluación de los instrumentos
jurídicos de la primera fase en 2007 y a que presente los instru-
mentos y las medidas de la segunda fase al Consejo y al Parla-
mento Europeo con vistas a su adopción antes de finales de
2010. En este marco, el Consejo Europeo invita a la Comisión
a que presente un estudio sobre la conveniencia, posibilidades y
dificultades así como de las implicaciones legales y prácticas del
tratamiento conjunto de solicitudes de asilo dentro de la Unión.
Por otra parte, deberá efectuarse por separado y en estrecha
consulta con ACNUR un estudio de la conveniencia, la
idoneidad y la viabilidad del tratamiento conjunto de dichas
solicitudes fuera del territorio de la UE, como complemento del
sistema europeo común de asilo en cumplimiento de las
normas internacionales pertinentes.

El Consejo Europeo invita al Consejo y a la Comisión a que
creen en 2005 estructuras adecuadas con participación de los
servicios de asilo de los Estados miembros, para facilitar la
cooperación y colaboración prácticas. Con ello se ayudará a los
Estados miembros, entre otras cosas, a instaurar un procedi-
miento único para la evaluación de las solicitudes de protección
internacional y, al mismo tiempo, a la compilación, evaluación
y aplicación mancomunadas de la información sobre países de
origen, así como a abordar presiones particulares sobre los regí-
menes de asilo y las capacidades de recepción que resultan,
entre otras causas, de su situación geográfica. Cuando se haya
creado un procedimiento común de asilo, estas estructuras se
transformarán —partiendo de una evaluación— en una oficina
europea de apoyo a todas las formas de cooperación entre
Estados miembros relativas al sistema europeo común de asilo.

El Consejo Europeo acoge con satisfacción el establecimiento
del nuevo Fondo Europeo para los Refugiados para el período
2005-2010 y subraya la necesidad imperiosa de que los Estados
miembros mantengan regímenes de asilo e instalaciones de
acogida adecuados en la víspera del establecimiento de un
procedimiento común de asilo. Invita a la Comisión a que
asigne fondos comunitarios existentes para ayudar a los Estados
miembros en la tramitación de las solicitudes de asilo y en la
acogida de categorías de ciudadanos de terceros países. Invita al
Consejo a que defina estas categorías sobre la base de una
propuesta que debe ser presentada por la Comisión en 2005.

1.4. Migración legal y lucha contra el empleo ilegal

La migración legal desempeñará un papel importante en el
refuerzo de la economía basada en el conocimiento en Europa
y en el impulso del desarrollo económico, contribuyendo así a
la ejecución de la estrategia de Lisboa. Podría desempeñar
asimismo un papel en las asociaciones con terceros países.

El Consejo Europeo subraya que la fijación de volúmenes de
admisión de mano de obra migrante es competencia de los
Estados miembros. El Consejo Europeo, teniendo en cuenta el
resultado de las deliberaciones sobre el Libro Verde sobre
migración laboral, prácticas más idóneas de los Estados miem-
bros y su pertinencia a efectos de la aplicación de la Estrategia
de Lisboa, invita a la Comisión a que presente antes de finales
de 2005 un plan de política en materia de migración legal que
incluya procedimientos de admisión capaces de responder rápi-
damente a las fluctuantes demandas de trabajo migratorio en el
mercado laboral.

Dado que la economía sumergida y el empleo ilegal pueden
actuar como factor que potencie la inmigración ilegal y llevar a
la explotación, el Consejo Europeo invita a los Estados miem-
bros a alcanzar los objetivos de reducción de la economía
sumergida establecidos en la estrategia europea de empleo.

1.5. Integración de ciudadanos de terceros países

La estabilidad y la cohesión en nuestras sociedades se benefician
de la integración acertada de ciudadanos de terceros países y
sus descendientes en situación de residencia legal. Para lograr
este objetivo resulta esencial desarrollar políticas eficaces y
prevenir el aislamiento de ciertos grupos. Un planteamiento
integral que implique a los interesados al nivel local, regional,
nacional y de la UE resulta, por lo tanto, esencial.

El Consejo Europeo reconoce los progresos ya realizados por lo
que se refiere al buen trato dispensado a los ciudadanos de
terceros países que residen legalmente en la UE, pero pide que
haya igualdad de oportunidades que les permita participar
plenamente en la sociedad. Han de eliminarse activamente los
obstáculos para la integración.

El Consejo Europeo subraya la necesidad de una mayor coordi-
nación de las políticas nacionales de integración y las iniciativas
de la UE en este ámbito. A este respecto, deben establecerse los
principios de base comunes que sirvan de fundamento para un
marco europeo coherente de integración.

Dichos principios, que habrán de conectar todas las áreas polí-
ticas relacionadas con la integración, deben incluir por lo
menos los siguientes aspectos.

Integración:

— es un proceso continuo y bidireccional que implica tanto a
los ciudadanos de terceros países con residencia legal como
a la sociedad de acogida,

— incluye la política contra la discriminación aunque va más
allá,

— implica el respeto por los valores básicos de la Unión
Europea y los derechos humanos fundamentales,

— requiere unas capacidades básicas para la participación en
la sociedad,
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— se basa en la interacción frecuente y el diálogo intercultural
entre todos los miembros de la sociedad, en el marco de
foros y actividades comunes encaminados a mejorar la
comprensión recíproca,

— se extiende a una variedad de áreas políticas, incluidos el
empleo y la educación.

Un marco, basado en estos principios de base comunes,
formará los cimientos para iniciativas futuras en la UE, basán-
dose en objetivos y medios de la evaluación claros. El Consejo
Europeo invita a los Estados miembros, al Consejo y a la Comi-
sión a que promuevan el intercambio estructural de experien-
cias e información sobre la integración, apoyado por el desa-
rrollo de un sitio Internet ampliamente accesible en la red.

1.6 La dimensión exterior del asilo y la migración

1.6.1. Asociación con terceros países

El asilo y la migración constituyen, por su propia naturaleza,
cuestiones internacionales. La política de la UE debería aspirar
a ayudar a terceros países, en forma de plena asociación -utili-
zando si procede los fondos comunitarios existentes-, en sus
esfuerzos por mejorar su capacidad de gestión de la migración
y de protección de los refugiados, prevenir y combatir la inmi-
gración ilegal, informar sobre los canales legales de migración,
resolver determinadas situaciones de los refugiados proporcio-
nando un mejor acceso a soluciones estables, crear capacidad
de control de fronteras, mejorar la seguridad de los documentos
y abordar el problema del retorno.

El Consejo Europeo reconoce que los flujos de migración insu-
ficientemente gestionados pueden dar lugar a desastres humani-
tarios. Desea expresar su más profunda preocupación por las
tragedias humanas que tienen lugar en el Mediterráneo a conse-
cuencia de tentativas de entrar en la UE ilegalmente. Pide a
todos los Estados que intensifiquen su cooperación para
impedir nuevas pérdidas de vidas.

El Consejo Europeo solicita al Consejo y a la Comisión que
continúen el proceso de integrar plenamente la migración en
las presentes y futuras relaciones de la UE con terceros países.
Invita a la Comisión a que complete la integración de la migra-
ción en los documentos sobre estrategia por países y regiones
para la primavera de 2005.

El Consejo Europeo reconoce la necesidad de que la UE contri-
buya, en un espíritu de responsabilidad compartida, a un
sistema internacional de protección más accesible, equitativo y
eficaz en asociación con terceros países, facilite el acceso a la
protección y proporcione soluciones durables en la etapa más
temprana posible. Se animará a los países en zonas de origen y

de tránsito a redoblar sus empeños en el fortalecimiento de su
capacidad de protección para los refugiados. En este sentido, el
Consejo Europeo exhorta a todos los terceros países a que se
adhieran a la Convención de Ginebra sobre los Refugiados.

1.6.2. Asociación con países y regiones de origen

El Consejo Europeo acoge con satisfacción la comunicación de
la Comisión sobre la mejora del acceso a soluciones dura-
deras (1) e invita a la Comisión a desarrollar programas regio-
nales de la protección de la UE en asociación con los terceros
países afectados y en estrecha consulta y cooperación con el
ACNUR. Dichos programas emplearán la experiencia adquirida
en los programas experimentales de protección que deben
ponerse en marcha antes de finales de 2005 y que incorporarán
una variedad de instrumentos pertinentes, centrados fundamen-
talmente en la creación de capacidad, e incluirán un programa
conjunto de reasentamiento para los Estados miembros dispu-
estos a participar en él.

Las políticas en las que se entrelazan la migración, la coopera-
ción para el desarrollo y la ayuda humanitaria deben ser cohe-
rentes y desarrollarse en asociación y diálogo con los países y
regiones de origen. El Consejo Europeo acoge con satisfacción
los progresos realizados, invita al Consejo a desarrollar estas
políticas, haciendo hincapié particularmente en las causas
subyacentes, en los alicientes y en el alivio de la pobreza, e
insta a la Comisión a que presente propuestas concretas y
cuidadosamente elaboradas antes de la primavera de 2005.

1.6.3. Asociación con países y regiones de tránsito

Por lo que se refiere a los países de tránsito, el Consejo Europeo
pone de relieve la necesidad de cooperación intensificada y de
creación de capacidad, tanto en las fronteras meridionales
como en las orientales de la UE, para permitir que estos países
gestionen mejor la migración y proporcionen protección
adecuada a los refugiados. Se concederá apoyo a la creación de
capacidad en los regímenes nacionales de asilo, el control fron-
terizo y la cooperación en sentido amplio en cuestiones de
migración a los países que demuestren un empeño real en
cumplir sus obligaciones conforme a la Convención de Ginebra
sobre el Estatuto de los Refugiados.

La propuesta de Reglamento por la que se establece un instru-
mento europeo de vecindad y colaboración (2) provee el marco
estratégico para intensificar la cooperación y el diálogo sobre
asilo y migración con los países vecinos, entre ellos los de la
cuenca mediterránea, y para poner en marcha nuevas medidas.
A este respecto, el Consejo Europeo solicita un informe sobre
los progresos y los logros para antes de finales de 2005.
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1.6.4. Política de repatriación y readmisión

Los migrantes que no tengan o hayan dejado de tener derecho
a permanecer legalmente en la UE deberán regresar de forma
voluntaria o, si es necesario, obligatoria. El Consejo Europeo
pide que se establezca una política eficaz de expulsión y repa-
triación basada en normas comunes para las personas que
vayan a ser repatriadas, de manera humana y respetando plena-
mente sus derechos humanos y su dignidad.

El Consejo Europeo considera esencial que el Consejo inicie a
principios de 2005 el debate sobre las normas mínimas para
procedimientos de repatriación, incluidas las normas mínimas
de apoyo a actuaciones nacionales eficaces de repatriación. La
propuesta resultante deberá tener en cuenta asimismo preocu-
paciones especiales por lo que se refiere a la salvaguardia del
orden público y la seguridad. Se requiere un planteamiento
coherente entre la política de repatriación y todos los demás
aspectos de las relaciones exteriores de la Comunidad con
terceros países, al igual que un especial énfasis en el problema
de los nacionales de dichos terceros países que no poseen pasa-
portes u otros documentos de identidad.

El Consejo Europeo pide:

— una colaboración más estrecha y asistencia técnica mutua,

— el inicio de la fase preparatoria de un fondo europeo de
repatriación,

— programas específicos de repatriación comunes e integrados
por país y por región,

— la creación de un fondo europeo de repatriación antes de
2007, teniendo en cuenta la evaluación de la fase prepara-
toria,

— la pronta celebración de acuerdos comunitarios de readmi-
sión,

— la designación, lo antes posible, por la Comisión de un
representante especial para la política común de readmi-
sión.

1.7. Gestión de los flujos migratorios

1.7.1. Controles en las fronteras y lucha contra la inmigración
ilegal

El Consejo Europeo subraya la importancia de una supresión
rápida de los controles en las fronteras interiores, del estableci-
miento gradual del sistema integrado de gestión de las fronteras
exteriores y de la consolidación de los controles y la vigilancia
en las fronteras exteriores de la Unión. A este respecto, subraya
la necesidad de solidaridad y de un reparto equitativo de
responsabilidades, incluidas sus implicaciones financieras, entre
los Estados miembros.

El Consejo Europeo exhorta al Consejo, a la Comisión y a los
Estados miembros a que tomen todas las medidas necesarias
para permitir la supresión de los controles en las fronteras inte-
riores lo antes posible, a condición de que se hayan cumplido
todos los requisitos de aplicación del acervo de Schengen, tan
pronto como sea operativo el sistema de información de
Schengen (SIS II) en 2007. Para lograr este objetivo, la evalua-

ción de la aplicación del acervo no relacionado con SIS II
deberá dar comienzo en el primer semestre de 2006.

El Consejo Europeo acoge con satisfacción el establecimiento
de la Agencia Europea para la gestión de la cooperación opera-
tiva en las fronteras exteriores, el 1 de mayo de 2005. Pide a la
Comisión que presente al Consejo antes de finales de 2007 una
evaluación de dicha Agencia, que contenga un estudio de sus
tareas y una valoración de si la Agencia debe ocuparse de otros
aspectos de la gestión de fronteras, incluida una intensificación
de la cooperación con los servicios de aduanas y otras autori-
dades competentes en cuestiones de seguridad relacionadas con
mercancías.

El control y la vigilancia de las fronteras exteriores son compe-
tencia de las autoridades nacionales de fronteras. Sin embargo,
para apoyar a los Estados miembros con requisitos específicos
para el control y la vigilancia de tramos extensos o difíciles de
fronteras exteriores, y en aquellos casos en los que los Estados
miembros se enfrentan con circunstancias especiales e impre-
vistas debidas a presiones migratorias excepcionales en dichas
fronteras, el Consejo Europeo:

— invita al Consejo a que cree equipos de expertos nacionales
capaces de proporcionar con rapidez ayuda técnica y opera-
tiva a los Estados miembros que la requieran, previo análisis
apropiado del riesgo por la Agencia Europea de Fronteras y
actuando dentro de su marco correspondiente, de las atribu-
ciones de la Agencia sobre la base de una propuesta de la
Comisión sobre las competencias y la financiación apro-
piadas para tales equipos, que habrá de presentarse en 2005;

— invita al Consejo y a la Comisión a que creen un fondo
comunitario para la gestión de las fronteras para finales de
2006 a más tardar;

— invita a la Comisión a que, tan pronto se haya completado
la supresión de controles en las fronteras interiores,
presente una propuesta para complementar el actual meca-
nismo de evaluación de Schengen con un mecanismo de
supervisión, velando por la plena participación de los
expertos de los Estados miembros, y que incluya inspec-
ciones sin previo aviso.

La revisión de las tareas de la Agencia arriba expuestas y en
particular la evaluación del funcionamiento de los equipos de
expertos nacionales deberá incluir un comentario sobre la
viabilidad de crear un sistema europeo de guardias de frontera.

El Consejo Europeo invita a los Estados miembros a que
mejoren sus análisis conjuntos de las rutas migratorias y de
prácticas de contrabando y de tráfico, así como de las redes
delictivas que actúen en este ámbito, entre otras cosas dentro
del marco de la Agencia Europea de Fronteras y en colabora-
ción estrecha con Europol y Eurojust. También invita al
Consejo y a la Comisión a que aseguren el establecimiento
firme de redes de enlace en materia de inmigración en los
terceros países que corresponda. A este respecto, el Consejo
Europeo saluda las iniciativas de los Estados miembros de
cooperación en el mar y con carácter voluntario, de confor-
midad con el Derecho nacional e internacional, que en el futuro
podría incluir la cooperación con terceros países.
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Con vistas al desarrollo de normas comunes, mejores prácticas
y mecanismos idóneos para prevenir y combatir la trata de
seres humanos, el Consejo Europeo invita al Consejo y a la
Comisión a que desarrollen un plan en 2005.

1.7.2. Sistemas de biometría e información

La gestión de los flujos migratorios, incluida la lucha contra la
inmigración ilegal, debería verse reforzada con la introducción
de una serie ininterrumpida de medidas de seguridad que esta-
blezca un nexo eficaz entre los trámites de solicitud de visados
y los de entrada y salida en los pasos fronterizos exteriores.
Tales medidas son también importantes para la prevención y el
control de la delincuencia, en especial el terrorismo. Para lograr
esto son necesarios un planteamiento coherente y unas solu-
ciones armonizadas a nivel de la UE en materia de identifica-
dores y datos biométricos.

El Consejo Europeo pide al Consejo que se plantee la forma de
conseguir un máximo de eficacia e interoperabilidad de los
sistemas de información de la UE para hacer frente a la inmi-
gración ilegal y mejorar los controles fronterizos, así como la
gestión de dichos sistemas sobre la base de una comunicación
de la Comisión sobre la interoperabilidad entre el sistema de
información de Schengen (SIS II), el sistema de información de
visados (VIS) y EURODAC, que deberá presentarse en 2005,
teniendo en cuenta la necesidad de lograr el equilibrio justo
entre la aplicación de ley y la salvaguarda de los derechos
fundamentales individuales.

El Consejo Europeo invita al Consejo, a la Comisión y a los
Estados miembros a que continúen sus esfuerzos por integrar
sin demora identificadores biométricos en los documentos de
viaje, los visados, los permisos de residencia, los pasaportes de
los ciudadanos de la UE y los sistemas de información, así
como por prepararse para el desarrollo de normas mínimas
para los documentos de identidad nacionales teniendo en
cuenta las normas de la OACI.

1.7.3. Política de visados

El Consejo Europeo subraya la necesidad de continuar el desa-
rrollo de la política común de visados como parte de un
sistema con varios niveles dirigido a la facilitación de los viajes
legítimos y a la lucha contra la inmigración ilegal a través de
una mayor armonización de la legislación nacional y de las
prácticas de tramitación en las misiones consulares locales. A
largo plazo, deberían crearse oficinas comunes de visados,
teniendo en cuenta los debates relativos al establecimiento de
un servicio de acción exterior de la UE. El Consejo Europeo
celebra las iniciativas individuales de algunos Estados miembros
que, de manera voluntaria, cooperan en la puesta en común de
personal y medios para la expedición de visados.

El Consejo Europeo:

— Invita a la Comisión a que, en un primer momento,
proponga las enmiendas necesarias para seguir mejorando
las políticas de visado y presente en 2005 una propuesta
sobre el establecimiento de centros comunes de solicitud,
centrándose, entre otras cosas, en posibles sinergias ligadas
al desarrollo del VIS, a que revise la Instrucción Consular
Común y a que presente la propuesta correspondiente a
principios de 2006 a más tardar.

— Subraya la importancia de la aplicación rápida del VIS
empezando por la incorporación, entre otros elementos, de
datos alfanuméricos y fotografías antes de finales de 2006 y
de la biometría antes de finales de 2007.

— Invita a la Comisión a que presente sin demora la propuesta
necesaria a fin de respetar el calendario convenido para la
instauración del VIS.

— Pide a la Comisión que continúe sus esfuerzos para lograr
que los ciudadanos de todos los Estados miembros puedan
viajar cuanto antes sin visado de estancia de corta duración
a todos los terceros países cuyos ciudadanos pueden viajar
a la UE sin visado.

— Invita al Consejo y a la Comisión a que, con miras a desa-
rrollar un enfoque común, estudien, en el contexto de la
política de readmisión de la CE, la oportunidad de facilitar,
caso por caso, la expedición de visados para estancias de
corta duración a ciudadanos de terceros países, siempre que
sea posible y sobre la base de la reciprocidad, como parte
de una asociación real en el ámbito de las relaciones exte-
riores, incluidas las cuestiones relacionadas con la migra-
ción.

2. CONSOLIDACIÓN DE LA SEGURIDAD

2.1. Mejora del intercambio de información

El Consejo Europeo está convencido de que la consolidación de
la libertad, la seguridad y la justicia requiere un planteamiento
innovador del intercambio transfronterizo de información poli-
cial. No debe bastar el mero hecho de que la información cruza
las fronteras.

Con efectos a partir del 1 de enero de 2008, el intercambio de
dicha información deberá regirse, con sujeción a las condi-
ciones que se exponen a continuación, respecto del principio
de disponibilidad, lo que significa que, en todo el territorio de
la Unión, un funcionario de policía de un Estado miembro que
necesite información para llevar a cabo sus obligaciones pueda
obtenerla de otro Estado miembro y que el organismo policial
del otro Estado miembro que posea dicha información la facili-
tará para el propósito indicado, teniendo en cuenta el requisito
de las investigaciones en curso en dicho Estado.
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No obstante los trabajos en curso (1), se invita a la Comisión a
que presente propuestas antes de finales de 2005 para la aplica-
ción del principio de disponibilidad, en que deben cumplirse
estrictamente las siguientes condiciones imprescindibles:

— el intercambio solamente puede tener lugar para el cumpli-
miento de tareas legales,

— debe garantizarse la integridad de los datos que deban inter-
cambiarse,

— la necesidad de proteger las fuentes de información y de
garantizar la confidencialidad de los datos en todas las
etapas del intercambio, y ulteriormente,

— deben aplicarse normas comunes para el acceso a los datos
y normas técnicas comunes,

— debe supervisarse el respeto de la protección de los datos y
garantizarse un adecuado control previo y posterior al
intercambio de información,

— debe garantizarse la protección contra el uso indebido de
los datos personales y el derecho a la corrección de los
datos personales incorrectos.

Los métodos de intercambio de información deberán hacer
pleno uso de las nuevas tecnologías y adaptarse a cada tipo de
información, si procede a través del acceso recíproco a las bases
de datos nacionales o la interoperabilidad de las mismas, o del
acceso directo (en línea), incluso para Europol, a las bases de
datos centrales existentes de la UE tales como el SIS. Sólo
deberán crearse nuevas bases de datos europeas centralizadas
sobre la base de estudios que hayan demostrado su valor
añadido.

2.2. Terrorismo

El Consejo Europeo subraya que para prevenir y combatir el
terrorismo con eficacia, respetando al mismo tiempo plena-
mente los derechos fundamentales, es preciso que los Estados
miembros no limiten sus actividades a mantener la seguridad
propia, sino que se planteen también la seguridad de la Unión
en su conjunto.

Como objetivo, ello significa para los Estados miembros que:

— Han de utilizar las capacidades de sus servicios de inteli-
gencia y seguridad no sólo para hacer frente a las amenazas
para su propia seguridad, sino también, según los casos,
para proteger la seguridad interior de los demás Estados
miembros.

— Deben atraer inmediatamente la atención de las autoridades
competentes de los otros Estados miembros sobre cualquier
información de la que dispongan sus servicios en relación
con amenazas para la seguridad interior de dichos Estados.

— En caso de que haya personas o bienes vigilados por los
servicios de seguridad en relación con una amenaza terro-
rista, asegurarse de que dicha vigilancia no se vea interrum-
pida por el hecho de que se cruce una frontera.

— A corto plazo deben seguir aplicándose plenamente todos
los elementos de la declaración del Consejo Europeo de 25
de marzo de 2004, en especial el recurso intensificado a
Europol y Eurojust, y del plan de acción de la UE para la
lucha contra el terrorismo, y se anima al Coordinador de la
lucha contra el terrorismo de la UE a que promueva la
obtención de progresos en ese ámbito.

En este contexto, el Consejo Europeo recuerda su invitación
formulada a la Comisión de que presente una propuesta de
enfoque común de la UE relativo a la utilización de los datos
de los pasajeros a efectos de seguridad fronteriza y de la avia-
ción y otros fines policiales (2).

Se mantendrá el alto nivel de intercambio de información entre
los servicios de seguridad. No obstante, deberá mejorarse
teniendo en cuenta el principio general de disponibilidad
descrito en el punto 2.1 y prestando atención particular a las
circunstancias particulares aplicables a los métodos de trabajo
de los servicios de seguridad, por ejemplo la necesidad de
asegurar con métodos de recogida de información, las fuentes
de información y la confidencialidad permanente de los datos
después del intercambio.

Con efectos a partir del 1 de enero de 2005, el Centro de Situa-
ción facilitará al Consejo un análisis estratégico de la amenaza
terrorista basado en la información de los servicios de inteli-
gencia y seguridad de los Estados miembros y, en su caso, en la
información proporcionada por Europol.

El Consejo Europeo hace hincapié en la importancia de las
medidas encaminadas a combatir la financiación del terrorismo.
Espera con interés la ocasión de estudiar el enfoque global
coherente que le presentarán el Secretario General/Alto Repre-
sentante y la Comisión en su sesión de diciembre de 2004. En
dicha estrategia se habrán de sugerir modos de mejorar la
eficacia de los instrumentos actualmente disponibles, como la
vigilancia de los flujos financieros sospechosos y el embargo
preventivo de bienes, y proponer nuevas herramientas en rela-
ción con las operaciones en metálico y las instituciones que
participan en ellas.

Se invita a la Comisión a que formule propuestas orientadas a
mejorar la seguridad del almacenamiento y transporte de explo-
sivos y a garantizar la trazabilidad de los precursores indus-
triales y químicos.

3.3.2005C 53/8 Diario Oficial de la Unión EuropeaES
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El Consejo Europeo hace hincapié asimismo en la necesidad de
asegurar una protección y una ayuda adecuadas a las víctimas
del terrorismo.

El Consejo deberá desarrollar, antes del finales de 2005, una
estrategia a largo plazo para hacer frente a los factores que
contribuyen a la radicalización y el reclutamiento para activi-
dades terroristas.

Deben utilizarse todos los instrumentos de que dispone la
Unión Europea de manera coherente para abordar con ímpetu
la preocupación clave: la lucha contra el terrorismo. A tal fin,
los ministros JAI en el seno del Consejo deben desempeñar el
papel dirigente, tomando en consideración el mandato del
Consejo de Asuntos Generales y Relaciones Exteriores. La
Comisión deberá revisar la legislación comunitaria con tiempo
suficiente para poder adaptarla paralelamente a las medidas que
se adoptarán para combatir el terrorismo.

La Unión Europea redoblará aún más y reorientará sus
esfuerzos, en la dimensión exterior del área de libertad, segu-
ridad y justicia, en pos de la lucha contra el terrorismo. En este
contexto, se invita al Consejo a que cree en conjunción con
Europol y la Agencia Europea de Fronteras una red de expertos
nacionales en prevención y lucha contra el terrorismo y en
controles fronterizos, que estarán disponibles para responder a
las peticiones de terceros países de asistencia técnica en la
formación e instrucción de sus autoridades.

El Consejo Europeo exhorta a la Comisión a que incremente el
volumen de los fondos destinados a los proyectos relacionados
con la creación de capacidad de lucha contra el terrorismo en
terceros países, y a que se cerciore de que cuenta con los cono-
cimientos especializados y recursos humanos suficientes para
aplicar dichos proyectos con eficacia. El Consejo insta asimismo
a la Comisión a que garantice que en la revisión propuesta de
los instrumentos existentes por los que se rigen las ayudas exte-
riores, se hagan las provisiones necesarias que permitan ofrecer
una ayuda rápida, flexible y específica en materia de lucha
contra el terrorismo.

2.3. Cooperación policial

La lucha efectiva contra la delincuencia organizada transfronte-
riza y otras formas graves de delincuencia y terrorismo requiere
una cooperación práctica intensificada entre las autoridades
policiales y aduaneras de los Estados miembros y con Europol,
así como una mejor utilización de los instrumentos existentes
en este ámbito.

El Consejo Europeo insta a los Estados miembros a que capa-
citen a Europol para que, en cooperación con Eurojust, desem-
peñe un papel clave en la lucha contra las formas graves de
delincuencia transfronteriza (organizada y no organizada) y de
terrorismo mediante:

— la ratificación y aplicación efectiva de los instrumentos jurí-
dicos necesarios antes de finales de 2004 (1),

— la puesta a disposición de Europol de cuanta información
de alta calidad necesite, con suficiente antelación,

— el fomento de una cooperación adecuada entre sus autori-
dades nacionales competentes y Europol.

Con efectos a partir del 1 de enero de 2006, Europol debe
haber reemplazado anualmente sus «informes sobre la situación
de la delincuencia» por «evaluaciones de amenaza» referentes a
formas graves de delincuencia organizada, basadas en la infor-
mación proporcionada por los Estados miembros y en las
contribuciones de Eurojust y la Unidad operativa de jefes de
policía de la UE. El Consejo deberá utilizar esos análisis para
establecer las prioridades estratégicas anuales, que servirían de
directrices para nuevas medidas. Éste será el próximo paso
hacia el objetivo de crear y de ejecutar una metodología de
aplicación de una acción policial guiada por la labor de inteli-
gencia a nivel de la UE.

Los Estados miembros deberán atribuir a Europol la función de
oficina central de la Unión para la falsificación del euro según
lo dispuesto en el Convenio de Ginebra de 1929.

El Consejo deberá adoptar la legislación europea sobre Europol,
prevista en el artículo III-276 del Tratado constitucional, cuanto
antes después de la entrada en vigor de éste y a más tardar el
1 de enero de 2008, teniendo en cuenta todas las tareas enco-
mendadas a Europol.

Hasta ese momento, Europol debe mejorar su funcionamiento
haciendo pleno uso del acuerdo de cooperación con Eurojust.
Europol y Eurojust deberán informar anualmente al Consejo
acerca de sus experiencias comunes y sobre resultados especí-
ficos. Además, Europol y Eurojust deberán fomentar el uso de
equipos conjuntos de investigación de los Estados miembros y
su propia participación en ellos.

La experiencia de los Estados miembros en la utilización de
equipos conjuntos de investigación es limitada. Con objeto de
fomentar la utilización de tales equipos e intercambiar expe-
riencias sobre prácticas idóneas, cada Estado miembro deberá
designar un experto nacional.
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(1) Protocolos de Europol: el Protocolo por el que se modifican el
artículo 2 y el anexo al Convenio de Europol de 30 de noviembre
de 2000, DO C 358 de 13.12.2000, p. 1; el Protocolo relativo a los
privilegios e inmunidades de Europol, los miembros de sus órganos,
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Convenio Europol de 27 de noviembre de 2003, DO C 2 de
6.1.2004, p. 3; el Convenio relativo a la asistencia judicial en
materia penal entre los Estados miembros de la Unión Europea, de
29 de mayo de 2000, DO C 197 de 12.7.2000, p. 1 y su Protocolo
anexo de 16 de octubre de 2001, DO C 326 de 21.11.2001, p. 2, y
la Decisión marco 2002/465/JAI del Consejo, de 13 de junio de
2002, sobre los equipos conjuntos de investigación, DO L 162 de
20.6.2002, pág. 1.



El Consejo deberá desarrollar la cooperación policial y aduanera
transfronteriza basada en unos principios comunes. El Consejo
Europeo invita a la Comisión a que presente propuestas para
proseguir el desarrollo del acervo de Schengen en el aspecto de
la cooperación policial operativa transfronteriza.

Los Estados miembros deberán dedicarse a la mejora de la
calidad de sus datos policiales con la ayuda de Europol.
Además, Europol deberá aconsejar al Consejo sobre las formas
para perfeccionar datos. El sistema de información de Europol
deberá entrar en funcionamiento sin demora.

Se invita al Consejo a que fomente el intercambio de prácticas
idóneas en materia de técnicas de investigación como primera
medida para el desarrollo de técnicas comunes de investigación,
previstas en el artículo III-257 del Tratado constitucional, en
especial en los campos de las investigaciones de policía cientí-
fica y de la seguridad de las tecnologías de la información.

La cooperación policial entre los Estados miembros se ha hecho
más eficiente y efectiva en varios casos, al haberse facilitado la
cooperación en determinados temas entre los Estados miem-
bros interesados, en su caso mediante la creación de equipos
conjuntos de investigación y, en caso necesario, apoyados por
Europol y Eurojust. En zonas fronterizas específicas, sólo con
una colaboración más estrecha y una mejor coordinación se
puede hacer frente a la delincuencia y las amenazas para el
orden público y la seguridad nacional.

El refuerzo de la cooperación policial requiere la atención
concentrada en la confianza mutua y en su consolidación. En
una Unión Europea ampliada, deberá hacerse un esfuerzo explí-
cito para mejorar la comprensión del funcionamiento de los
ordenamientos jurídicos de los Estados miembros y de sus
organizaciones. El Consejo y los Estados miembros deberán
desarrollar para finales de 2005 y en cooperación con la
Escuela Europea de Policía, normas y módulos para cursos de
formación de funcionarios de policía nacionales por lo que se
refiere a aspectos prácticos de la cooperación policial en la UE.

Se invita a la Comisión a que desarrolle en estrecha coopera-
ción con la Escuela Europea de Policía y antes de finales de
2005, programas de intercambio sistemático destinados a las
autoridades policiales y orientados a conseguir mejorar la
comprensión del funcionamiento de los ordenamientos jurí-
dicos y las organizaciones de los Estados miembros.

Por último, con objeto de mejorar la seguridad interior de la
Unión Europea, deberán tenerse también en cuenta las expe-
riencias adquiridas en operaciones policiales exteriores.

2.4. Gestión de crisis internas de la Unión Europea con repercusiones
transfronterizas

El 12 de diciembre de 2003, el Consejo Europeo adoptó la
Estrategia Europea de Seguridad, en la que se exponen de forma
sucinta los desafíos mundiales, las principales amenazas, los
objetivos estratégicos y las implicaciones políticas con vistas a
una Europa segura en un mundo mejor. Dotar a la Unión
Europea de seguridad interior —con especial referencia a posi-
bles crisis internas de gran magnitud con repercusiones trans-
fronterizas que afecten a nuestros ciudadanos, infraestructuras
vitales y orden y seguridad públicos— constituye un comple-

mento esencial de esa estrategia. Sólo así será posible propor-
cionar a los ciudadanos y a las infraestructuras vitales de
Europa una protección óptima, por ejemplo en caso de acci-
dentes químicos, radiológicos, biológicos o nucleares.

Para la gestión eficaz de las crisis transfronterizas dentro de la
Unión Europea no basta la consolidación de las medidas
actuales en materia de protección civil y de infraestructuras
vitales, sino que además es menester abordar adecuadamente
los aspectos de orden y seguridad públicos de tales crisis y la
coordinación entre estos distintos ámbitos.

Así pues, el Consejo Europeo insta al Consejo y a la Comisión
a que creen dentro de las estructuras existentes, respetando
plenamente las competencias nacionales, un mecanismo inte-
grado y coordinado de gestión de crisis internas de la Unión
Europea con repercusiones transfronterizas, que deberá instau-
rarse a más tardar el 1 de julio de 2006. Este mecanismo
deberá abordar como mínimo los siguientes aspectos: continua-
ción de la evaluación de las capacidades de los Estados miem-
bros, almacenamiento, formación, ejercicios conjuntos y planes
operativos de gestión civil de crisis.

2.5. Cooperación operativa

Deberá velarse por la coordinación de las actividades operativas
de los cuerpos y fuerzas de seguridad y otros organismos en
todos los ámbitos del espacio de libertad, seguridad y justicia, y
por el seguimiento de las prioridades estratégicas establecidas
por el Consejo.

Para ello, se invita al Consejo a preparar la creación del Comité
de Seguridad Interior previsto en el artículo III-261 del Tratado
constitucional, en especial mediante la determinación de su
ámbito de actividad, sus funciones, sus competencias y su
composición, con miras a su constitución tan pronto como sea
posible tras la entrada en vigor del Tratado constitucional.

En el ínterin, con el fin de adquirir experiencia práctica de
coordinación, se invita al Consejo a organizar una reunión
conjunta semestral entre los presidentes del Comité Estratégico
de Inmigración, Fronteras y Asilo (CEIFA) y del Comité del
Artículo 36 (CATS), por un lado, y, por otro, representantes de
la Comisión, Europol, Eurojust, la Agencia Europea de Fron-
teras, la Unidad operativa de jefes de policía de la UE y el
SITCEN.

2.6. Prevención de la delincuencia

La prevención de la delincuencia es una parte indispensable del
trabajo de creación de un espacio de libertad, seguridad y
justicia. Por ello, la Unión necesita una herramienta eficaz para
respaldar los esfuerzos realizados por los Estados miembros en
materia de prevención de la delincuencia. Para ello es menester
profesionalizar y reforzar la Red europea de prevención de la
delincuencia. Habida cuenta de la amplitud del campo de la
prevención, será preciso centrarse en las medidas y prioridades
que resulten más beneficiosas para los Estados miembros. La
Red europea de prevención de la delincuencia deberá poner a
disposición del Consejo y de la Comisión conocimientos tanto
especializados como generales para la definición de políticas
eficaces de prevención de la delincuencia.
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En ese sentido, el Consejo Europeo celebra la iniciativa de la
Comisión de crear instrumentos europeos de recopilación,
análisis y comparación de información sobre delincuencia y
victimación y sus respectivas tendencias evolutivas en los
Estados miembros, utilizando como indicadores acordados las
estadísticas nacionales y otras fuentes de información. Deberá
encomendarse a Eurostat la definición de dichos datos y su
recopilación en los Estados miembros.

Es importante proteger de la delincuencia organizada a los
organismos públicos y a las empresas privadas mediante
medidas administrativas y de otra índole. Deberá prestarse aten-
ción particular a la investigación sistemática del patrimonio
inmobiliario como herramienta de la lucha contra la delin-
cuencia organizada. Los convenios de colaboración entre el
sector público y el privado constituyen un instrumento esen-
cial. Se invita a la Comisión a que presente propuestas en tal
sentido en 2006.

2.7. Delincuencia organizada y corrupción

El Consejo Europeo celebra el desarrollo de un concepto estra-
tégico para hacer frente a la delincuencia organizada transfron-
teriza en la UE y pide al Consejo y la Comisión que desarrollen
más este concepto y lo hagan operativo, conjuntamente con
otros socios como Europol, Eurojust, la Unidad operativa de
jefes de policía, la Red europea de prevención de la delin-
cuencia y la Escuela Europea de Policía. En ese contexto,
debería estudiarse las cuestiones relativas a la corrupción y sus
vínculos con la delincuencia organizada.

2.8. Estrategia europea en materia de lucha contra la droga

El Consejo Europeo destaca la importancia de hacer frente al
problema de las drogas con un planteamiento global, equili-
brado e interdisciplinar entre las medidas de prevención, asis-
tencia y rehabilitación de la toxicomanía, las medidas de lucha
contra el tráfico de estupefacientes y precursores y contra el
blanqueo de dinero, y el refuerzo de la cooperación interna-
cional.

La Estrategia europea en materia de lucha contra la droga
2005-2012 se añadirá al programa tras su adopción por el
Consejo Europeo en diciembre de 2004.

3. REFORZAR LA JUSTICIA

El Consejo Europeo destaca la necesidad de seguir mejorando el
trabajo de creación de una Europa de los ciudadanos y la
función esencial que desempeñará a este respecto la creación
de un espacio europeo de justicia. Ya se han tomado varias
medidas. Deberá proseguir el esfuerzo por facilitar el acceso a
la justicia y la cooperación judicial, así como la plena utiliza-
ción del reconocimiento mutuo. Es particularmente importante
que las fronteras entre los países de Europa dejen de ser un

obstáculo a la resolución de las cuestiones de Derecho civil o a
las demandas y la ejecución de resoluciones en asuntos civiles.

3.1. Tribunal de Justicia Europeo

El Consejo Europeo destaca la importancia del Tribunal de
Justicia Europeo en el ámbito relativamente nuevo del espacio
de libertad, seguridad y justicia, y expresa su satisfacción por el
hecho de que el Tratado constitucional refuerza sustancial-
mente las competencias del Tribunal de Justicia Europeo en
dicho ámbito.

A fin de garantizar que los asuntos sobre cuestiones de derecho
planteados ante el Tribunal se resuelvan con rapidez -en bene-
ficio tanto de los ciudadanos europeos como del funciona-
miento del espacio de libertad, seguridad y justicia- es menester
dotar al Tribunal de los medios para responder con la mayor
brevedad, según lo exige el artículo III-369 del Tratado consti-
tucional.

En ese contexto, y con la perspectiva del Tratado constitu-
cional, debe examinarse la posibilidad de arbitrar una solución
para tramitar de forma rápida y adecuada las solicitudes de
resolución prejudicial relativas al espacio de libertad, seguridad
y justicia, en especial cuando proceda, mediante la modificación
del Estatuto del Tribunal. Se invita a la Comisión a presentar —
previa consulta al Tribunal de Justicia— una propuesta al
respecto.

3.2. Fomento de la confianza y consolidación de la confianza mutua

La cooperación judicial tanto en materia penal como civil
podría verse potenciada mediante la consolidación de la
confianza mutua y mediante el desarrollo paulatino de una
cultura judicial europea basada en la diversidad de los sistemas
jurídicos de los Estados miembros y en la unidad del Derecho
europeo. En una Unión Europea ampliada, la confianza mutua
se fundará en la certidumbre de que todos los ciudadanos euro-
peos tienen acceso a un sistema judicial que se atiene a normas
de calidad elevadas. A fin de facilitar la aplicación plena del
principio de reconocimiento mutuo, deberá establecerse un
sistema que prevea una evaluación objetiva e imparcial de la
aplicación de las medidas de la UE en el ámbito de la justicia,
dentro del pleno respeto de la independencia del poder judicial
y en consonancia con todos los mecanismos europeos exis-
tentes.

La consolidación de la confianza recíproca requiere de las auto-
ridades judiciales y de los distintos ordenamientos jurídicos un
esfuerzo expreso de mejora de la comprensión mutua. En este
sentido, la Unión deberá respaldar la constitución de redes de
organizaciones e instituciones judiciales, como la red de
Consejos del Poder Judicial, la red europea de Tribunales
Supremos y la Red europea de formación judicial.
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Mediante programas de intercambio de autoridades judiciales se
contribuirá a facilitar la cooperación y a desarrollar la confianza
recíproca. Deberá incluirse sistemáticamente un componente
UE en la formación de las autoridades judiciales. Se invita a la
Comisión a que prepare lo antes posible una propuesta desti-
nada a crear, a partir de las estructuras existentes, una red
europea efectiva de formación de autoridades judiciales tanto
en la esfera civil como penal, según lo previsto en los
artículos III-269 y III-270 del Tratado constitucional.

3.3. Cooperación judicial en materia penal

Deberá intentarse mejorar mediante la reducción de los
obstáculos legales existentes y el refuerzo de la coordinación de
las investigaciones. Con objeto de incrementar la eficacia de la
acción pública, garantizado a la vez la correcta administración
de justicia, deberá prestarse atención particular a las posibili-
dades de concentrar en un solo Estado miembro la acción
pública en los asuntos transfronterizos multilaterales. Es esen-
cial seguir desarrollando la cooperación judicial en materia
penal para dar un seguimiento adecuado a las investigaciones
de las autoridades policiales de los Estados miembros y de
Europol.

El Consejo Europeo recuerda en este contexto la necesidad de
ratificar y aplicar efectivamente —sin retrasos— los instru-
mentos jurídicos para mejorar la cooperación judicial en
materia penal, como ya se ha señalado en el apartado relativo a
la cooperación policial.

3.3.1. Reconocimiento mutuo

Deberá completarse el amplio programa de medidas destinadas
a poner en práctica el principio de reconocimiento mutuo de
las resoluciones judiciales en materia penal, que abarca las reso-
luciones judiciales en todas las etapas del procedimiento penal
o relativas por otros conceptos a dicho procedimiento, como la
obtención y admisibilidad de las pruebas, los conflictos de
competencias, el principio de «ne bis in idem» y la ejecución de
las condenas firmes a penas de prisión u otras sanciones alter-
nativas (1), y habrá que dedicar especial atención a las nuevas
propuestas en ese contexto.

La consecución del reconocimiento mutuo —como piedra
angular de la cooperación judicial— supone la definición de
normas equivalentes aplicables a los derechos procesales en los
procesos penales basados en estudios sobre los diversos niveles
de salvaguardas existentes en los Estados miembros y, con el
debido respeto a sus respectivas tradiciones jurídicas. En este
contexto, el proyecto de Decisión marco relativa a determi-
nados derechos procesales en los procesos penales en todas la
Unión Europea deberá ser adoptada antes de finales de 2005.

El Consejo deberá adoptar para finales de 2005 la Decisión
marco relativa al exhorto europeo de obtención de pruebas (2).
Se invita a la Comisión a que presente a más tardar en
diciembre de 2004 sus propuestas sobre la mejora del inter-
cambio de información de los registros nacionales de condenas
e inhabilitaciones en particular de los delincuentes sexuales,
con miras a su adopción por el Consejo antes de que finalice
2005. A esto deberá seguir, en marzo de 2005, una nueva
propuesta sobre un sistema informático de intercambio de
información.

3.3.2. Aproximación de las legislaciones

El Consejo Europeo recuerda que el establecimiento de unas
normas mínimas relativas a los aspectos del Derecho procesal
está recogido en los tratados, con objeto de facilitar el reconoci-
miento mutuo de las sentencias y resoluciones judiciales así
como la cooperación policial y judicial en materia penal con
implicaciones transfronterizas. La aproximación del Derecho
penal material sirve a los mismos fines y afecta a los ámbitos
de la delincuencia particularmente grave con implicaciones
transfronterizas. Debería darse prioridad a aquellos ámbitos de
la delincuencia que se mencionan específicamente en dichos
Tratados.

Con objeto de garantizar una mayor eficacia de la aplicación
dentro de los ordenamientos nacionales, los ministros JAI
deberán asumir dentro del Consejo la responsabilidad de definir
los delitos penales y de determinar las penas de manera
general.

3.3.3. Eurojust

La eficacia de la lucha contra la delincuencia organizada trans-
fronteriza y otras formas graves de delincuencia exige la coope-
ración y la coordinación de las investigaciones y, cuando sea
posible, la concentración de la acción pública bajo la dirección
de Eurojust en cooperación con Europol.

El Consejo Europeo insta a los Estados miembros a que
permitan a Eurojust llevar a cabo sus cometidos mediante:

— la aplicación efectiva antes de finales de 2004 de la Deci-
sión del Consejo por la que se crea Eurojust (3), atendiendo
especialmente a las competencias judiciales que deberán
atribuirse a sus miembros nacionales;

— la plena cooperación entre sus autoridades nacionales y
Eurojust.

El Consejo, basándose en una propuesta de la Comisión, deberá
adoptar -tras la entrada en vigor del Tratado constitucional
pero no más tarde del 1 de enero de 2008- la ley europea sobre
Eurojust prevista en el artículo III-273 del Tratado constitu-
cional, teniendo presentes todas las funciones asignadas a Euro-
just.
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Hasta entonces, Eurojust mejorará su funcionamiento centrán-
dose en la coordinación de los asuntos multilaterales, graves y
complejos. Eurojust incluirá en su informe anual al Consejo los
resultados y la calidad de su cooperación con los Estados
miembros. Eurojust sacará el máximo partido del acuerdo de
cooperación con Europol, y deberá proseguir su cooperación
con la Red Judicial Europea y otros socios pertinentes.

El Consejo Europeo insta al Consejo a estudiar el futuro desa-
rrollo de Eurojust sobre la base de una propuesta de la Comi-
sión.

3.4. Cooperación judicial en materia civil

3.4.1. Facilitación de los procedimientos civiles a través de las
fronteras

El Derecho civil, que incluye el Derecho de familia, afecta a los
ciudadanos en su vida diaria. Por consiguiente, el Consejo
Europeo atribuye gran importancia a la continuación del desa-
rrollo de la cooperación judicial en materia civil y la culmina-
ción total del programa de reconocimiento mutuo adoptado en
2000. El principal objetivo político en este ámbito consiste en
que las fronteras entre los países europeos dejen de constituir
un obstáculo a la resolución de los asuntos de Derecho civil o a
las demandas y la ejecución de resoluciones en asuntos civiles.

3.4.2. Reconocimiento mutuo de las resoluciones

El reconocimiento mutuo de las resoluciones constituye un
eficaz medio de protección de los derechos de los ciudadanos y
de garantía de la ejecución efectiva de tales derechos más allá
de las fronteras entre países europeos.

Así pues, la continuación de la aplicación del programa de
medidas relativas al reconocimiento mutuo (1) deberá constituir
una prioridad en los años venideros, para garantizar que quede
concluido en 2011. Deberán proseguirse activamente los
trabajos relativos a los siguientes proyectos: los conflictos rela-
tivos a la ley aplicable a las obligaciones extracontractuales
(«Roma II») y a las obligaciones contractuales («Roma I»), el
proceso monitorio europeo y los instrumentos sobre modali-
dades alternativas de solución de conflictos y sobre litigios de
escasa cuantía. A la hora de decidir la cronología para la
conclusión de estos proyectos, deberán tenerse debidamente en
cuenta los trabajos en curso en ámbitos afines.

Deberá incrementarse la eficacia de los instrumentos existentes
en materia de reconocimiento mutuo mediante la normaliza-
ción de procedimientos y documentos y la elaboración de
normas mínimas para determinados aspectos del Derecho
procesal, como la notificación o traslado de documentos judi-
ciales y extrajudiciales, el inicio de las actuaciones, la ejecución
de sentencias y la transparencia de las costas.

Por lo que respecta al Derecho de familia y al Derecho de suce-
siones, se invita a la Comisión a que presente las siguientes
propuestas:

— Un proyecto de instrumento sobre el reconocimiento y la
ejecución de resoluciones en materia de obligaciones
alimenticias, incluidas las medidas cautelares y la aplicación
provisional, en 2005.

— Un libro verde sobre el conflicto de leyes en materia de
sucesión, incluida la cuestión de la competencia, el recono-
cimiento mutuo y la ejecución de las resoluciones en este
ámbito, un certificado de herencia europeo y un mecanismo
que permita el conocimiento preciso de la existencia de las
últimas voluntades y testamentos de los residentes de la
Unión Europea, en 2005.

— Un libro verde sobre el conflicto de leyes en materia de
régimen matrimonial, que incluya la cuestión de la jurisdic-
ción y el reconocimiento mutuo en 2006.

— Un libro verde sobre el conflicto de leyes en materia de
divorcio (Roma III), en 2005.

Los instrumentos relativos a estos ámbitos deberán haberse ulti-
mado a más tardar en 2011. Estos instrumentos deberán tratar
de asuntos de Derecho internacional privado y no deberán
basarse en conceptos armonizados de «familia», «matrimonio»,
etc. Sólo deberán introducirse normas de Derecho material
uniforme como medidas de acompañamiento, cuando sea nece-
sario para posibilitar efectivamente el reconocimiento mutuo
de las resoluciones o para mejorar la cooperación judicial en
materia civil.

La aplicación del programa de reconocimiento mutuo deberá ir
acompañada de un examen detenido del funcionamiento de los
instrumentos adoptados recientemente. El resultado de dichos
estudios deberá proporcionar la información necesaria para la
preparación de nuevas medidas.

3.4.3. Intensificación de la cooperación

Con vistas al funcionamiento fluido de los instrumentos relacio-
nados con la cooperación entre órganos judiciales o de otra
índole, deberá requerirse de los Estados miembros la designa-
ción de jueces u otras autoridades competentes de enlace esta-
blecidos en su propio país. En su caso, dichas autoridades
podrían utilizar su punto de contacto nacional dentro de la Red
Judicial Europea en materia civil. Se invita a la Comisión a que
organice seminarios sobre la aplicación del Derecho de la UE y
a que fomente la cooperación entre miembros de las profe-
siones jurídicas (como los oficiales de justicia y notarios), con el
fin de determinar las prácticas más idóneas.
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3.4.4. Asegurar la coherencia y la mejora de la calidad de la
legislación de la UE

En materia de Derecho contractual, deberá mejorarse la calidad
del Derecho comunitario actual y futuro mediante medidas de
refundición, codificación y racionalización de los instrumentos
jurídicos vigentes y mediante la definición de un marco de refe-
rencia común. Deberá crearse un marco para estudiar la posibi-
lidad de desarrollar para toda la UE cláusulas y condiciones tipo
de Derecho contractual que puedan ser utilizadas por las
empresas y las asociaciones sectoriales de la Unión.

Deberán tomarse medidas que capaciten al Consejo para hacer
un seguimiento más sistemático de la calidad y la coherencia de
todos los instrumentos jurídicos comunitarios relativos a la
cooperación en materia civil.

3.4.5. Ordenamiento jurídico internacional

Se exhorta a la Comisión y al Consejo a que velen por la cohe-
rencia entre el ordenamiento jurídico de la UE y el ordena-
miento jurídico internacional, y a que sigan estrechando las
relaciones y la cooperación con organizaciones internacionales
como la Conferencia de La Haya de Derecho Internacional
Privado y el Consejo de Europa, especialmente con vistas a la
coordinación de iniciativas y la consecución de las máximas
sinergias entre las actividades e instrumentos de dichas organi-
zaciones y los instrumentos de la UE. Deberá ultimarse lo antes
posible la adhesión de la Comunidad a la Conferencia de La
Haya.

4. RELACIONES EXTERIORES

El Consejo Europeo considera cada vez más prioritario el desa-
rrollo de una dimensión externa coherente de la política de
libertad, seguridad y justicia de la Unión.

Además de los aspectos ya tratados en los capítulos anteriores,
el Consejo Europeo insta a la Comisión y al Secretario General/
Alto Representante a que, para finales de 2005, hayan presen-
tado al Consejo una estrategia que cubra todos los aspectos
exteriores de la política de libertad, seguridad y justicia de la
Unión, basada en las medidas desarrolladas en el presente
programa. La estrategia deberán reflejar las relaciones especiales
de la Unión con terceros países, grupos de países y regiones, y
deberá centrarse en las necesidades particulares del cooperación
con los mismos en materia de JAI.

Deberá utilizarse todas las competencias a disposición de la
Unión, entre ellas las relaciones exteriores, de modo integrado
y coherente para crear el espacio de libertad, seguridad y
justicia. Deberán tenerse en cuenta las siguientes directrices (1):
la existencia de unas políticas internas como criterio funda-
mental que justifica la acción exterior, la necesidad de una
aportación específica respecto a los proyectos llevados a cabo
por los Estados miembros, la contribución a los objetivos polí-
ticos generales de la política exterior de la Unión, la posibilidad
de conseguir los fines en un plazo de tiempo razonable y la
posibilidad de actuar a largo plazo.
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DECISIÓN DEL CONSEJO

de 17 de febrero de 2005

por la que se renueva el mandato del presidente de la Oficina de Armonización del Mercado Inte-
rior (marcas, dibujos y modelos)

(2005/C 53/02)

EL CONSEJO DE LA UNIÓN EUROPEA,

Visto el Tratado constitutivo de la Unión Europea,

Visto el Reglamento (CE) no 40/94 del Consejo, de 20 de diciembre de 1993, sobre la marca comuni-
taria (1), y, en particular, los apartados 1 y 2 de su artículo 120,

Vista la Decisión del Consejo, de 2 de mayo de 2000, por la que se nombra al presidente de la Oficina de
Armonización del Mercado Interior (marcas, dibujos y modelos) (2),

Vista la propuesta del Consejo de Administración de la Oficina de Armonización del Mercado Interior
(marcas, dibujos y modelos), de 23 de noviembre de 2004, para la renovación del mandato del presidente
de la Oficina,

DECIDE:

Artículo único

Se renueva el mandato de D. Wubbo de BOER, nacido el 27 de mayo de 1948, como presidente de la
Oficina de Armonización del Mercado Interior (marcas, dibujos y modelos) para el período comprendido
entre el 1 de octubre de 2005 y el 30 de septiembre de 2010.

Hecho en Bruselas, el 17 de febrero de 2005.

Por el Consejo

El Presidente
J.-C. JUNCKER
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(1) DO L 11 de 14.1.1994, p. 1. Reglamento cuya última modificación la constituye el Reglamento (CE) no 422/2004
(DO L 70 de 9.3.2004, p. 1).

(2) DO C 139 de 18.5.2000, p. 1.



COMISIÓN

Tipo de cambio del euro (1)

2 de marzo de 2005

(2005/C 53/03)

1 euro =

Moneda Tipo
de cambio

USD dólar estadounidense 1,3101

JPY yen japonés 137,43

DKK corona danesa 7,4433

GBP libra esterlina 0,6859

SEK corona sueca 9,0627

CHF franco suizo 1,5413

ISK corona islandesa 79,88

NOK corona noruega 8,2060

BGN lev búlgaro 1,9559

CYP libra chipriota 0,5830

CZK corona checa 29,647

EEK corona estonia 15,6466

HUF forint húngaro 242,21

LTL litas lituana 3,4528

Moneda Tipo
de cambio

LVL lats letón 0,6961

MTL lira maltesa 0,4307

PLN zloty polaco 3,9098

ROL leu rumano 36 443

SIT tólar esloveno 239,73

SKK corona eslovaca 37,858

TRY lira turca 1,6841

AUD dólar australiano 1,6792

CAD dólar canadiense 1,6286

HKD dólar de Hong Kong 10,2185

NZD dólar neozelandés 1,8077

SGD dólar de Singapur 2,1346

KRW won de Corea del Sur 1 319,79

ZAR rand sudafricano 7,7544
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(1) Fuente: tipo de cambio de referencia publicado por el Banco Central Europeo.



No oposición a una concentración notificada

(Asunto no COMP/M.3702 — CVC/CSM)

(2005/C 53/04)

(Texto pertinente a efectos del EEE)

El 18 de febrero de 2005, la Comisión decidió no oponerse a la concentración notificada citada en el enca-
bezamiento y declararla compatible con el mercado común. Esta Decisión se basa en la letra b) del apar-
tado 1 del artículo 6 del Reglamento (CE) no 139/2004 del Consejo. El texto íntegro de la Decisión sola-
mente está disponible en inglés y se hará público una vez suprimidos los secretos comerciales que pueda
contener. Estará disponible:

— en el sitio web de la DG Competencia del servidor Europa (http://europa.eu.int/comm/competition/
mergers/cases/). Este sitio web proporciona diversos métodos de búsqueda de las decisiones sobre
concentraciones, en particular por nombre de la empresa, número de asunto, fecha de la decisión e
índices sectoriales,

— en formato electrónico en el sitio web EUR-Lex por número de documento 32005M3702. CELEX es el
sistema de acceso informático a la legislación comunitaria. (http://europa.eu.int/eur-lex/lex)
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AYUDAS ESTATALES — ALEMANIA

Ayuda estatal — C 40/2004 (ex N 42/2004) — «Exención del impuesto sobre transacciones inmobi-
liarias para empresas de viviendas en los nuevos Estados Federados»

Invitación a presentar observaciones en aplicación del apartado 2 del artículo 88 del Tratado CE

(2005/C 53/05)

(Texto pertinente a efectos del EEE)

Por carta de 1 de diciembre de 2004, reproducida en la versión lingüística auténtica en las páginas
siguientes al presente resumen, la Comisión notificó a Alemania su decisión de incoar el procedimiento
previsto en el artículo 88, apartado 2, del Tratado CE en relación con la medida antes citada.

La Comisión decidió no formular objeciones con respecto a otras partes de la medida, descritas en la carta
que sigue al presente resumen.

Las partes interesadas podrán presentar sus observaciones sobre la medida respecto de la cual la Comisión
ha incoado el procedimiento, en un plazo de un mes a partir de la fecha de publicación del presente
resumen y de la carta siguiente, enviándolas a:

Comisión Europea
Dirección General de Competencia
Registro de Ayudas Estatales
B-1049 Bruselas
Fax: 32 2 296 12 42

Dichas observaciones serán comunicadas a Alemania. La parte interesada que presente observaciones podrá
solicitar por escrito, exponiendo los motivos de su solicitud, que su identidad sea tratada confidencial-
mente.

TEXTO DEL RESUMEN

Por carta de 16 de enero de 2004, registrada en la Comisión el
19 de enero, Alemania notificó la susodicha medida a la Comi-
sión.

1. OBJETIVO DEL SISTEMA

Alemania propone eximir temporalmente a las empresas de
viviendas del impuesto sobre transacciones inmobiliarias en
caso de fusiones y adquisiciones en terrenos situados en los
nuevos Estados Federados. La medida tiene como finalidad
ayudar a las empresas de viviendas a emprender las inversiones
necesarias para adecuarse a los mercados actuales.

2. BENEFICIARIOS DEL SISTEMA

Los beneficiarios potenciales de la medida son las empresas y
asociaciones de viviendas (Wohnungsunternehmen und Wohnungs-
genossenschaften) que adquieran terrenos en los nuevos Estados
Federados (Brandenburgo, Mecklemburgo-Pomerania Occi-
dental, Sajonia, Sajonia-Anhalt, Turingia y Berlín) mediante
fusiones y adquisiciones. A efectos de la medida, se entenderá
por «empresas de viviendas» y «asociaciones de viviendas» las
empresas y asociaciones cuya actividad principal consista en la
gestión de pisos (construcción, alquiler y venta). Se excluye a
las empresas en crisis.

3. FINANCIACIÓN DEL SISTEMA

Las autoridades alemanas alegan que el presupuesto total del
sistema así como las cantidades potenciales de ayuda implicadas

en las transacciones individuales son difíciles de predecir. Según
los estudios efectuados por Alemania, el importe medio del
impuesto sobre transacciones inmobiliarias correspondientes a
fusiones entre empresas de viviendas y asociaciones de
viviendas (excluyendo a Berlín) se situará entre 150.000 euros
y 1,5 millones de euros. En Berlín, se calcula, basándose en
datos históricos, que el importe de la ayuda estará comprendido
entre 1,4 y 6,7 millones de euros.

4. DURACIÓN DEL SISTEMA

La medida se limita a todas las actividades de fusión y adquisi-
ción entre empresas y asociaciones de viviendas que tengan
lugar entre el 31 de diciembre de 2003 y el 31 de diciembre de
2006.

5. INSTRUMENTO DE INVERSIÓN

La medida es una exención temporal del impuesto sobre tran-
sacciones inmobiliarias.

6. EVALUACIÓN DEL SISTEMA

6.1. Existencia de ayuda estatal

La Comisión considera que la medida implica ayuda estatal en
el sentido del artículo 87, apartado 1, del Tratado CE.
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6.2. Evaluación preliminar de la compatibilidad de la medida

Teniendo en cuenta los efectos positivos esperados de la
medida en el mercado inmobiliario (reducción del exceso de
oferta) y en el desarrollo socioeconómico general (menor
emigración) en los nuevos Estados Federados y las pequeñas
cantidades de ayuda normalmente implicada así como su
vigencia limitada a finales de 2006, la Comisión considera que
para las partes de la medida restringidas a zonas asistidas de
conformidad con el artículo 87, apartado 3, letra a), del Tratado
CE, la ayuda es proporcional al objetivo y no distorsiona la
competencia en forma contraria al interés común. Por lo tanto,
no es necesario llegar a una conclusión sobre la cualificación
de la ayuda como ayuda de funcionamiento.

Para las partes de la medida propuesta por Alemania que están
dirigidas a zonas asistidas de conformidad con el artículo 87,
apartado 3, letra c), del Tratado, es decir, el mercado laboral de
Berlín, la Comisión ha llegado a las siguientes conclusiones
preliminares:

a) El porcentaje de pisos vacíos en los nuevos Estados Fede-
rados es del 14,2 % pero en Berlín es sensiblemente inferior
(5,32 % para pisos de propiedad privada y 8,77 % para pisos
de los ayuntamientos). Casi todos los pisos vacíos están
situados en Berlín Este.

b) Alemania no ha facilitado ningún dato que demuestre que
Berlín sufre una despoblación comparable a las regiones del
artículo 87, apartado 3, letra a), cubiertas por la medida.

c) Considerando que los importes típicos del impuesto sobre
transacciones inmobiliarias derivado de fusiones y adquisi-
ciones entre empresas y asociaciones de viviendas se sitúan
entre 150 000 euros y 1,5 millones de euros para las zonas
del artículo 87, apartado 3, letra a), los importes correspon-
dientes a Berlín (basados en experiencias del pasado) debe-
rían situarse entre 1,4 y 6,7 millones de euros.

d) Alemania no ha facilitado datos que demuestren que la
exención fiscal temporal podría contribuir a activar el
mercado inmobiliario en Berlín y tener efectos secundarios
positivos y que es muy poco probable que la intervención
del sector privado para corregir la situación podría esperarse
sin la intervención del Estado.

Por lo tanto, tras una primera evaluación preliminar, la Comi-
sión tiene dudas sobre si la medida propuesta por Alemania
para la región de Berlín, que puede acogerse al artículo 87,
apartado 3, letra c), del Tratado (mercado laboral de Berlín) es
proporcional al objetivo (en particular, estableciendo un nexo
suficiente entre las exenciones fiscales y los costes que deben
soportar los beneficiarios) y no distorsiona la competencia de
forma contraria al interés común. La Comisión considera nece-
sario un análisis más completo de esta cuestión compleja. La
Comisión desea recabar información de otras partes interesadas,
especialmente de empresas y asociaciones de viviendas intere-
sadas en invertir en los nuevos Estados Federados. A dicho
efecto, y debido a razones jurídicas, la Comisión tiene que
incoar el procedimiento previsto en el artículo 88, apartado 2,
del Tratado CE. Sólo basándose en tales observaciones la Comi-
sión podrá decidir si tal ayuda es necesaria y no afecta desfavo-

rablemente a las condiciones comerciales en un grado contrario
al interés común.

TEXTO DE LA CARTA

«Die Kommission teilt der Bundesrepublik Deutschland mit,
dass sie nach Prüfung der von den deutschen Behörden zur
vorerwähnten Maßnahme übermittelten Angaben beschlossen
hat, wegen eines Teils der Maßnahme das Verfahren nach
Artikel 88 Absatz 2 EG-Vertrag einzuleiten.

Die Kommission hat beschlossen, keine Einwände gegen
bestimmte andere Teile der im nachstehenden Schreiben besch-
riebenen Maßnahme zu erheben.

1. VERFAHREN

Mit Schreiben vom 16. Januar 2004, das am 19. Januar 2004
bei der Kommission einging, hat Deutschland die vorgenannte
Maßnahme notifiziert.

Mit Schreiben D/51125 vom 17. Februar 2004 forderte die
Kommission ergänzende Informationen an. Diese wurden von
Deutschland mit Schreiben vom 17. März 2004 übermittelt,
das bei der Kommission am 19. März 2004 einging.

Mit Schreiben vom 26. April 2004 und im Anschluss an eine
Besprechung am 16. April 2004, auf der Deutschland ankün-
digte, es werde weitere Angaben zu der Maßnahme bereitste-
llen, beantragte Deutschland eine Verlängerung der Frist. Die
Fristverlängerung wurde mit Schreiben D/53302 vom
10. Mai 2004 gewährt.

Mit Schreiben vom 14. Mai 2004, das bei der Kommission am
selben Tag registriert wurde, übermittelte Deutschland ergän-
zende Angaben. Mit Schreiben D/54751 vom 30. Juni 2004
und Schreiben D/56567 vom 14. September 2004 forderte die
Kommission weitere Informationen zu der Maßnahme an.
Diese wurden von Deutschland mit Schreiben vom 29. Juli 2004
und 5. Oktober 2004 übermittelt, die bei der Kommission am
29. Juli 2004 bzw. 6. Oktober 2004 eingingen.

2. AUSFÜHRLICHE BESCHREIBUNG DER MASSNAHME

2.1. Ziel der Maßnahme

Ein wesentliches Merkmal des Wohnungsmarktes in den neuen
Bundesländern ist die hohe Leerstandsquote, verursacht durch
die tief greifenden gesellschaftlichen und wirtschaftlichen
Veränderungen im Zuge der Wiedervereinigung. Im Rahmen
einer integrierten Strategie zur Wiederbelebung des Woh-
nungsmarktes in den neuen Ländern schlägt Deutschland vor,
den Erwerb von Grundstücken in den neuen Ländern durch
Verschmelzung oder Spaltung von Wohnungsunternehmen
und Wohnungsgenossenschaften für einen befristeten Zeitraum
von der Grunderwerbsteuer zu befreien. Mit der Maßnahme
sollen Wohnungsunternehmen/-genossenschaften in die Lage
versetzt werden, die nötigen Investitionen zu tätigen, um den
aktuellen Markterfordernissen zu entsprechen.
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2.2. Begünstigte der Maßnahme

Potenziell Begünstigte der Maßnahme sind Wohnungsunter-
nehmen und Wohnungsgenossenschaften, die in den Bundesländern
Brandenburg, Mecklenburg-Vorpommern, Sachsen, Sachsen-
Anhalt, Thüringen und Berlin belegene Grundstücke durch
Verschmelzung oder Spaltung erwerben. Für die Zwecke der
Maßnahme werden Wohnungsunternehmen und Wohnungsge-
nossenschaften definiert als Unternehmen und Genossens-
chaften, deren Kerngeschäft in der Verwaltung von Wohnungen
(Bau, Vermietung und Verkauf) besteht. Unternehmen in
Schwierigkeiten kommen nicht in Betracht.

Nach der deutschen Fördergebietskarte (1) gelten Brandenburg,
Mecklenburg-Vorpommern, Sachsen, Sachsen-Anhalt und
Thüringen als Fördergebiete im Sinne von Artikel 87 Absatz 3
Buchstabe a) EG-Vertrag. Die Arbeitsmarktregion Berlin ist als
Fördergebiet gemäß Artikel 87 Absatz 3 Buchstabe c) EG-
Vertrag eingestuft.

2.3. Laufzeit der Maßnahme

Die Maßnahme ist auf Verschmelzungs- oder Spaltungsvor-
gänge zwischen Wohnungsunternehmen/-genossenschaften
beschränkt, die zwischen dem 31. Dezember 2003 und dem
31. Dezember 2006 erfolgen.

2.4. Hintergrund der Maßnahme

2.4.1. Grunderwerbsteuer

Die Grunderwerbsteuer wird bei Grundstücksübertragungen
erhoben, die zu einem Eigentümerwechsel führen. Die Steuer
entsteht, wenn Grundstücke durch Verkauf oder sonstige
Rechtsgeschäfte übereignet werden. In Deutschland wird die
Grunderwerbsteuer anhand des Bedarfswerts des Grundstücks
berechnet und der Steuersatz beträgt 3,5 %.

2.4.2. Grunderwerbsteuer als Hindernis für die nötige Umstrukturie-
rung

Auf dem Wohnungsmarkt der neuen Länder wird die Grunder-
werbsteuer als entscheidendes Hindernis für die notwendige
Umstrukturierung wahrgenommen. Bei Fusionen und Über-
nahmen zwischen Wohnungsunternehmen und –genossens-
chaften mit Grundstücken in den neuen Ländern kann der
Gesamtbetrag der Grunderwerbsteuer beträchtlich sein, da das
Vermögen der beteiligten Unternehmen fast ausschließlich aus
Grundstücken besteht. Die Grunderwerbsteuer wird nach
Abschluss eines Vertrags zwischen Käufer und Veräußerer
erhoben und kann so zu einer gravierenden Liquiditätsanspan-
nung für die betroffenen Unternehmen führen. Dies ist beson-
ders abschreckend für Wohnungsunternehmen und Woh-
nungsgenossenschaften in den neuen Ländern, die aufgrund
bestehender Altschulden und der jüngsten sozio-ökonomischen
Entwicklung mit ungünstigen Marktbedingungen konfrontiert
sind. Die negative Auswirkung der Grunderwerbsteuer auf die
notwendige Umstrukturierung des Wohnungsmarktes in den
neuen Ländern zeigt sich außerdem darin, dass im Zeitraum

2000-2003 nur neun Fusionen zwischen Wohnungsunter-
nehmen/-genossenschaften stattgefunden haben, bei denen es
sich ausschließlich um kleine Unternehmen handelte.

2.4.3. Grundstücksmarkt in den neuen Ländern

Der Grundstücksmarkt in den neuen Ländern wird geprägt
durch mehrere spezifische Merkmale:

— Bevölkerungsentwicklung: Schwache Geburtenraten in den
neuen Ländern haben gekoppelt mit einer massiven Abwan-
derung in die alten Bundesländer im Zeitraum 1997-2001
zu einem Bevölkerungsverlust von 3,05 % in Sachsen-
Anhalt, 5,3 % in Sachsen und 3,15 % in Mecklenburg-
Vorpommern geführt. Dieser Negativtrend dürfte sich bis
2020 noch verstärken.

— Hohe Leerstandquote: Im Jahr 1998 verfügten die neuen Länder
über einen Bestand von 7,3 Mio. Wohnungen. Die Leers-
tandsquote betrug 13 %. Nach den jüngsten Daten für 2002
stieg die Leerstandsquote auf 14,2 %. Im Vergleich dazu
liegt die Leerstandsquote in den alten Bundesländern bei
3,1 %.

— Leerstandsbedingte Mietausfälle: Die hohe Leerstandsquote in
den neuen Ländern führt zu erheblichen Mietausfällen
(920 Mio. EUR jährlich bzw. 1 550 EUR pro Wohneinheit
und Jahr).

— Unsicherheit wegen offener Restitutionsverfahren: Im Jahr 1990
fielen 700 000 Wohnungen in den neuen Ländern unter
diese Regelung. Bis zum 31. Dezember 2001 konnte für
590 000 Wohnungen das Verfahren abgeschlossen werden.
Für die verbleibenden 110 000 Wohnungen kann die
Klärung der noch offenen Restitutionsverfahren bis zu zehn
Jahren dauern. Am 31. Dezember 2001 standen von diesen
110 000 Wohnungen 35 000 (32 %) leer.

— Programm der Bundesregierung “Stadtumbau-Ost”: Angesichts
des anhaltenden Überangebots an Mietraum in den neuen
Ländern legte die Bundesregierung ein umfassendes
Programm mit dem Titel “Stadtumbau-Ost” auf, das den
Abriss von bis zu 380 000 Wohnungen bis 2009 vorsieht.
Ein erheblicher Teil der Abrisskosten werden die Woh-
nungsunternehmen und Wohnungsgenossenschaften in den
neuen Ländern zu tragen haben.

2.4.4. Umfang der Maßnahme

Die deutschen Behörden bringen vor, dass es generell schwierig
sein dürfte, im Einzelnen abzuschätzen, wie viele Unternehmen
die Möglichkeit der Grunderwerbsteuerbefreiung im Wege einer
Fusion in Anspruch nehmen werden. Nach den Statistiken des
Bundesverbands Deutscher Wohnungsunternehmen könnten
1 317 Wohnungsunternehmen und Wohnungsgenossens-
chaften in den neuen Ländern von der Maßnahme betroffen
sein (834 Wohnungsunternehmen und 483 überwiegend
kommunale Wohnungsgenossenschaften). Nach einer Umfrage
des GDW würden jedoch nur rund 10 % dieser Unternehmen
von der Steuerbefreiung tatsächlich Gebrauch machen.
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2.4.5. Beihilfebeträge und Budget der Maßnahme

Wie unter 2.4.4 ausgeführt, ist es nach Angaben der deutschen
Behörden schwierig, das Gesamtbudget der Maßnahme und die
potenziellen Beihilfebeträge, die mit den einzelnen Transak-
tionen verbunden sind, vorherzusagen. Die meisten Woh-
nungsunternehmen und Wohnungsgenossenschaften wollen
derzeit keine festen Zusagen geben sondern das Inkrafttreten
der Maßnahme abwarten. Deshalb handelt es sich bei den
nachstehenden Ausführungen lediglich um Beispiele, um abge-
leitet aus der Vergangenheit und in einigen Fällen im Vorgriff
auf die Zukunft typische Fusionsfälle und damit verbundene
Grunderwerbsteuerbeträge aufzuzeigen:

— Thüringen: Derzeit wird in Thüringen mit fünf Fusionen
gerechnet. In zwei Fällen dürfte eine Grunderwerbsteuer in
Höhe von 363 321 EUR bzw. 1,46 Mio. EUR anfallen. Bei
zwei Fusionen im Jahr 2001 belief sich die Grunderwerbs-
teuer auf 180 000 EUR für ca. 200 Wohnungen.

— Sachsen-Anhalt: In Sachsen-Anhalt werden mindestens drei
Fusionen von Wohnungsunternehmen erwartet, wobei eine
Grunderwerbsteuer zwischen 250 000 EUR und
500 000 EUR anfallen dürfte. Im Falle fünf weiterer
Fusionen wird mit einem Grunderwerbsteuerbetrag bis zu
300 000 EUR gerechnet.

— Berlin: In Berlin sind derzeit drei Fusionen zwischen
Wohnungsunternehmen vorgesehen. Bei den Fusionen, die
zwischen 1995 und 1998 in Berlin erfolgten, wurden
folgende Grunderwerbsteuerbeträge verzeichnet:
1,3 Mio. EUR bei einer Fusion, von der 19 Grundstücke
betroffen waren; 1,4 Mio. EUR bei einer Fusion, von der 39
Grundstücke betroffen waren bzw. 6,7 Mio. EUR bei einer
Fusion, von der 491 Grundstücke betroffen waren.

Nach den von Deutschland durchgeführten Erhebungen wird
der durchschnittliche Betrag der bei Fusionen von Woh-
nungsunternehmen und Wohnungsgesellschaften anfallenden
Grunderwerbsteuer daher — mit Ausnahme von Berlin —
zwischen 150 000 EUR und 1,5 Mio. EUR liegen.

3. WÜRDIGUNG DER MASSNAHME

Gemäß Artikel 6 Absatz 1 der Verordnung (EG) Nr. 659/1999
des Rates vom 22. März 1999 enthält die Entscheidung über
die Eröffnung des förmlichen Prüfverfahrens eine Zusammen-
fassung der wesentlichen Sach- und Rechtsfragen, eine vorläu-
fige Würdigung des Beihilfecharakters der geplanten Maßnahme
durch die Kommission und Ausführungen über ihre Bedenken
hinsichtlich der Vereinbarkeit mit dem Gemeinsamen Markt.

3.1. Rechtmäßigkeit der Maßnahme

Deutschland hat die Regelung im Entwurfstadium notifiziert
und ist somit seiner Verpflichtung aus Artikel 88 Absatz 3 EG-
Vertrag nachgekommen.

3.2. Vorliegen einer Beihilfe und Vereinbarkeit mit dem
EG-Vertrag

Die Kommission hat das Vorliegen einer Beihilfe gemäß
Artikel 87 Absatz 1 EG-Vertrag geprüft. Die Ergebnisse dieser
Prüfung können wie folgt zusammengefasst werden.

— Die Beteiligung staatlicher Mittel ist dadurch gegeben, dass
Deutschland bei der Befreiung von der Grunderwerbsteuer
auf Steuereinnahmen verzichtet, die andernfalls erwirts-
chaftet worden wären;

— die Maßnahme ist selektiv, da sie auf Gebiete in den neuen
Ländern ausgerichtet ist und bestimmte Unternehmen
nämlich Wohnungsunternehmen und –genossenschaften,
begünstigt und sich auf Fusionen solcher Unternehmen und
Genossenschaften mit Grundstücken in den neuen Ländern
beschränkt;

— die Maßnahme begünstigt an Fusionen beteiligte Woh-
nungsunternehmen und Wohnungsgenossenschaften, da sie
von der Grunderwerbsteuer befreit werden, die sie andern-
falls zu zahlen hätten;

— schließlich stellen Grundstücksübertragungen einen Tätig-
keitsbereich dar, in dem Handel zwischen Mitgliedstaaten
besteht, so dass eine Beeinträchtigung des Handels zwischen
Mitgliedstaaten nicht ausgeschlossen werden kann.

Daher ist die Kommission der Auffassung, dass die Maßnahme
eine staatliche Beihilfe im Sinne von Artikel 87 Absatz 1 EG-
Vertrag darstellt.

3.3. Vereinbarkeit der Maßnahme

In Artikel 87 Absatz 2 EG-Vertrag ist geregelt, dass bestimmte
Arten von Beihilfen mit dem Gemeinsamen Markt vereinbar
sind. Im Hinblick auf Art und Zweck der Beihilfe sowie den
geografischen Geltungsbereich finden nach Auffassung der
Kommission die Buchstaben a), b) und c) auf die fragliche Rege-
lung keine Anwendung.

In Artikel 87 Absatz 3 sind weitere Beihilfeformen genannt, die
als mit dem Gemeinsamen Markt vereinbar angesehen werden
können. Im Hinblick auf Art und Zweck der Maßnahme sowie
den geografischen Geltungsbereich könnten nach Auffassung
der Kommission die Buchstaben a) und c) im vorliegenden Fall
Anwendung finden.

Bei der Beurteilung der Frage, ob die in Artikel 87 Absatz 3
Buchstaben a) und c) vorgesehenen Ausnahmen zur Anwen-
dung gelangen können, räumt Artikel 87 Absatz 3 nach stän-
diger Rechtsprechung des Gerichtshofs “der Kommission ein
Ermessen ein, das sie nach Maßgabe wirtschaftlicher und
sozialer Wertungen ausübt, die auf die Gemeinschaft als Ganzes
zu beziehen sind” (2). Bei bestimmten Arten von Beihilfen hat
die Kommission festgelegt, wie sie diesen Ermessensspielraum
ausüben wird, sei es in Form von Gruppenfreistellungen oder
durch Gemeinschaftsrahmen, Leitlinien oder Bekanntma-
chungen. Ist derartiges Sekundärrecht vorhanden, hat sich die
Kommission bei der Beurteilung von Beihilfesachen daran zu
halten.
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(2) Rs. C-169/95 Königreich Spanien / Europäische Kommission [1997]
Slg. I-00135. Siehe auch Rs. C-730/79 Philip Morris / Kommission
[1980] Slg. I-2671.



Daher muss die Kommission zunächst feststellen, ob die in der
Regelung “Grunderwerbsteuerbefreiung bei Fusionen von
Wohnungsunternehmen und Wohnungsgenossenschaften in
den neuen Ländern” vorgesehene Beihilfe unter eine dieser
sekundärrechtlichen Vorschriften fällt.

Die Maßnahme ist weder auf KMU (3) oder Unternehmen in
Schwierigkeiten (4) noch auf einen der folgenden Bereiche
beschränkt: Forschung und Entwicklung (5), Ausbildung (6) oder
Beschäftigung (7). Somit ist keine dieser Leitlinien, Gemeins-
chaftsrahmen oder Verordnungen auf den vorliegenden Fall
anwendbar. Auch der Gemeinschaftsrahmen für staatliche
Umweltschutzbeihilfen (8) gelangt nicht zur Anwendung, da die
Regelung als solche nicht auf den Umweltschutz ausgelegt ist.

Die Leitlinien für staatliche Beihilfen mit regionaler Zielsetzung
(nachstehend “Leitlinien für Regionalbeihilfen”) wurden für
strukturschwache Regionen wie die neuen Länder konzipiert.
Diese Leitlinien zielen auf die Förderung von Investitionen und
die Schaffung von Arbeitsplätzen im Rahmen einer nachhal-
tigen Entwicklung ab, indem die Erweiterung, Modernisierung
und Diversifizierung der Tätigkeiten der in diesen Gebieten
befindlichen Betriebsstätten sowie die Ansiedlung neuer Unter-
nehmen unterstützt werden.

Die Leitlinien für Regionalbeihilfen finden nur auf bestimmte
Beihilfeformen Anwendung wie Beihilfen für Erstinvestitionen,
Beihilfen für die Schaffung von Arbeitsplätzen und ausnahms-
weise Betriebsbeihilfen.

Die Befreiung von der Grunderwerbsteuer ist offensichtlich
nicht speziell an eine Erstinvestition oder die Erweiterung einer
bestehenden Betriebsstätte im Sinne von Ziff. 4.4 der Leitlinien
gebunden. Auch betrifft sie nicht die Schaffung von Arbeits-
plätzen in Verbindung mit einer Erstinvestition im Sinne von
Ziff. 4.11 der Leitlinien.

Außerdem haben die deutschen Behörden vorgebracht, die
geplante Steuerbefreiung ziele nicht darauf ab, die laufenden
Kosten der an Fusionen beteiligten Wohnungsunternehmen
und -genossenschaften zu senken. In Ziff. 4.15 der Leitlinien (9)
heißt es, dass Regionalbeihilfen, mit denen die laufenden
Ausgaben eines Unternehmens gesenkt werden sollen, grund-
sätzlich verboten sind. In Fußnote 16 der Leitlinien wird erläu-
tert, dass solche Beihilfen in der Regel in Form von Steuerer-
mäßigungen oder Senkungen der Soziallasten gewährt werden.
Obwohl die notifizierte Maßnahme als Befreiung von der Grun-
derwerbsteuer bezeichnet wird, hat Deutschland unterstrichen,
dass die fragliche Maßnahme aus folgenden Gründen nicht als
Beihilfe zur Senkung der laufenden Ausgaben der begünstigten
Unternehmen betrachtet werden kann:

— Wohnungsunternehmen und -genossenschaften werden
beim Erwerb von Liegenschaften weiterhin die Grunder-
werbsteuer zahlen. Da die Geschäftstätigkeit von Woh-
nungsunternehmen und -genossenschaften generell darin
besteht, Liegenschaften zu erwerben und zu verkaufen bzw.
zu vermieten, fällt die Grunderwerbsteuer unter die
laufenden Ausgaben. Die von Deutschland notifizierte
Maßnahme betrifft jedoch nicht die regulären laufenden
Ausgaben, da sie nicht zur Anwendung gelangt, wenn
Wohnungsunternehmen und -genossenschaften einfach nur
eine Immobilie erwerben oder verkaufen.

— Nach deutschen Angaben besteht die Besonderheit der noti-
fizierten Maßnahme darin, dass nur Fusionsvorgänge zwis-
chen Wohnungsunternehmen/-genossenschaften mit
Grundbesitz in den neuen Ländern von der Grunderwerbs-
teuer befreit werden. Die potenziell Begünstigten werden
nur unter diesen eingeschränkten Bedingungen für einen
befristeten Zeitraum von der Grunderwerbsteuer frei
gestellt. In Anbetracht der Tatsache, dass derzeit keine
solchen Fusionen stattfinden, betrachtet Deutschland die
Beihilfe nicht als Kompensation für die laufenden Ausgaben
fusionsbeteiligter Wohnungsunternehmen, da die Steuer
gegenwärtig nicht erhoben wird.

— Laut Auskunft der deutschen Behörden besteht die Gegen-
leistung der Begünstigten darin, dass sie fusionieren. Ange-
sichts der besonderen Umstände in den neuen Ländern, die
geprägt sind durch einen starken Bevölkerungsrückgang,
der sich bis 2020 noch verschärfen dürfte, eine Leerstands-
quote von insgesamt 14,2 % (2002) und den damit verbun-
denen Mietausfällen (920 Mio. EUR jährlich) sowie die
Unsicherheit aufgrund laufender Restitutionsverfahren,
werden Fusionen von Wohnungsunternehmen und -genos-
senschaften für notwendig erachtet, damit diese Unter-
nehmen besser in der Lage sind, den oben beschriebenen
Herausforderungen zu begegnen. Die Grunderwerbsteuer
hat sich als Hindernis für die Konsolidierung des Woh-
nungsmarktes in den neuen Ländern erwiesen, was dadurch
verdeutlicht wird, dass zurzeit keine Fusionen stattfinden.

— Wie Deutschland weiter vorbringt, wird das von der
Bundesregierung und den Ländern aufgelegte Programm
“Stadtumbau Ost” zum Abriss von 380 000 Wohnungen bis
2009 führen. Einen erheblichen Teil der Abrisskosten
würden die Wohnungsunternehmen und -genossenschaften
in den neuen Ländern zu tragen haben.

Die Kommission ist bisher davon ausgegangen, dass Steuerbe-
freiungen zur Umstrukturierung von Wirtschaftszweigen in
Schwierigkeiten, mit denen gezielt Zusammenschlüsse gefördert
werden sollen, als Beihilfe zur Senkung der laufenden Ausgaben
der Unternehmen (Betriebsbeihilfe) (10) zu betrachten sind. Die
Kommission nimmt die Argumente der deutschen Behörden
zur Kenntnis, die im Hinblick auf eine anderweitige Beurteilung
der anstehenden Maßnahmen vorgebracht wurden.
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(3) Verordnung (EG) Nr. 70/2001 der Kommission über die Anwendung
der Artikel 87 und 88 EG-Vertrag auf staatliche Beihilfen an kleine und
mittlere Unternehmen, ABl. L 10 vom 13.1.2001.

(4) Leitlinien für staatliche Beihilfen zur Rettung und Umstrukturierung von
Unternehmen in Schwierigkeiten, ABl. C 244 vom 1.10.2004.

(5) Gemeinschaftsrahmen für staatliche Forschungs- und Entwicklungsbeihilfen,
ABl. C 45 vom 17.2.1996.

(6) Verordnung (EG) Nr. 68/2001 der Kommission über die Anwendung der
Artikel 87 und 88 EG-Vertrag auf Ausbildungsbeihilfen, ABl. L 10 vom
13.1.2001.

(7) Leitlinien für Beschäftigungsbeihilfen, ABl. C 334 vom 12.12.1995.
(8) Gemeinschaftsrahmen für staatliche Umweltschutzbeihilfen, ABl. C 37

vom 3.2.2001.
(9) Leitlinien für staatliche Beihilfen mit regionaler Zielsetzung, ABl. C 74

vom 10.3.1998.

(10) Entscheidung der Kommission Nr. 2002/581/EG über die staatliche
Beihilferegelung, die Italien zugunsten der Banken durchgeführt hat
(ABl. L 184 vom 13.7.2002, S. 27).



Gemäß Ziff. 4.15 der Leitlinien in der geänderten Fassung von
2000 (11) können “derartige Beihilfen (Betriebsbeihilfen) in
Gebieten, die in den Anwendungsbereich des Artikels 87
Absatz 3 Buchstabe a) fallen, gewährt werden, wenn sie
aufgrund ihres Beitrags zur Regionalentwicklung und ihrer Art
nach gerechtfertigt sind und ihre Höhe den auszugleichenden
Nachteilen angemessen ist. Es obliegt den Mitgliedstaaten, die
Existenz und den Umfang solcher Nachteile nachzuweisen.
Diese Betriebsbeihilfen müssen zeitlich begrenzt und degressiv
sein.”

Für jene Teile der von Deutschland notifizierten Maßnahme, die
sich auf Fördergebiete gemäß Artikel 87 Absatz 3 Buchstabe a)
EGV beschränken (12), geht die Kommission davon aus, dass
eine abschließende Bewertung der Frage, ob die Grunderwerb-
steuerbefreiung eine Betriebsbeihilfe darstellt, nicht notwendig
ist, da sie angesichts der besonderen Nachteile, der begrenzten
Wettbewerbsverzerrung, der befristeten Geltungsdauer und der
erwarteten positiven Wirkungen auf den Wohnungsmarkt
sowie der sozioökonomischen Entwicklung auf jeden Fall
genehmigungsfähig ist, wie aus der nachstehenden Erläuterung
hervorgeht.

3.3.1. Bestehende Nachteile in den neuen Ländern

Deutschland hat nachgewiesen, dass der Grundstücksmarkt in
den neuen Ländern durch mehrere Nachteile geprägt ist. Die
Leerstandsquoten in den neuen Ländern sind deutlich höher als
in anderen Regionen Deutschlands (14,2 % in den neuen
Ländern gegenüber 3,1 % in den alten Ländern).

Die Gründe für diese signifikante Differenz stehen in unmittel-
barem Zusammenhang mit dem politischen Erbe der Vergan-
genheit und der sozioökonomischen Entwicklung nach der
Wiedervereinigung.

Die hohen Leerstandsquoten in den neuen Ländern führen zu
erheblichen Mietausfällen (920 Mio. EUR pro Jahr).

Die ungünstige demographische Entwicklung, ausgelöst durch
niedrige Geburtenquoten und eine massive Abwanderung, hat
zu einem Nachfragerückgang nach Wohnraum in den neuen
Ländern geführt.

Außerdem hat sich die Nachfrage nach Wohnraum nicht nur
quantitativ, sondern auch qualitativ verändert.

Folglich besteht ein erhebliches Überangebot an Wohnraum in
den neuen Ländern.

Daher haben die Bundesregierung und die Länder den Abriss
von bis zu 380 000 Wohnungen in den neuen Ländern bis 2009
beschlossen (Programm “Stadtumbau-Ost”).

Festzustellen ist, dass nach deutschen Angaben ein wesentlicher
Teil der Abrisskosten von den betroffenen Wohnungsunter-
nehmen und Wohnungsgenossenschaften zu tragen ist.

Des Weiteren hat Deutschland ausgeführt, dass die Unterkapita-
lisierung zahlreicher Wohnungsunternehmen und Woh-
nungsgenossenschaften in den neuen Ländern — verursacht
durch Mietausfälle wegen hoher Leerstandsquoten und die rela-
tive Zersplitterung des Marktes — den von Bund und Ländern
geplanten Abriss gefährden könnte, da sie nicht in der Lage
sind, ihren Anteil an den Abrisskosten zu tragen.

Darüber hinaus hat Deutschland unterstrichen, dass der
Ausgleich von Angebot und Nachfrage nicht nur das Überan-
gebot beseitigen soll, sondern auch notwendig ist, um Wohn-
raum bereitzustellen, der den heutigen Qualitätsanforderungen
entspricht.

Um dies zu erreichen, müssen Wohnungsunternehmen und
Wohnungsgenossenschaften in den neuen Ländern massiv in die
Modernisierung ihres derzeitigen Wohnungsbestands inves-
tieren.

Damit die Unternehmen in den neuen Ländern dazu in der
Lage sind, müsse ihnen die Möglichkeit gegeben werden zu
fusionieren und die damit verbundenen Größenvorteile zu
nutzen.

Den Ausführungen der deutschen Behörden zufolge hat sich
die Grunderwerbsteuer als Hindernis für Fusionen und Über-
nahmen zwischen solchen Unternehmen und Genossenschaften
erwiesen. Dies wird dadurch unterstrichen, dass im Zeitraum
2000-2003 in den neuen Ländern nur neun Fusionen von
Wohnungsunternehmen und Wohnungsgenossenschaften
erfolgten.

Eine zeitlich befristete Aussetzung der Grunderwerbsteuer wird
den Marktteilnehmern die Möglichkeit geben zu fusionieren.
Die erweiterte Kapitalbasis fusionierter Wohnungsunternehmen
und Wohnungsgenossenschaften wird sie in die Lage versetzen,
die Kosten der notwendigen Abrissmaßnahmen zu tragen und
gleichzeitig die erforderlichen Investitionen zu tätigen, um
modernen Wohnraum zu schaffen.

3.3.2. Geringe Verzerrung des Wettbewerbs

Die Kommission stellt fest, dass Handel und Wettbewerb nur in
geringem Maße verzerrt werden. Deutschland hat nachge-
wiesen, dass sich für jene Teile der Maßnahme, die sich auf
Fördergebiete nach Artikel 87 Absatz 3 Buchstabe a) EG-
Vertrag beschränken, die üblichen Beträge der bei Fusionen und
Übernahmen zwischen Wohnungsunternehmen und Woh-
nungsgenossenschaften anfallenden Grunderwerbsteuer zwis-
chen 150 000 EUR und 1,5 Mio. EUR bewegen.

3.3.3. Zeitliche Befristung der Maßnahme

Darüber hinaus hat Deutschland mitgeteilt, dass die Anwen-
dung der Maßnahme bis Ende 2006 befristet werden soll. Zu
diesem Datum läuft auch die geltende Fördergebietskarte aus.
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(11) ABl. C 258 vom 9.9.2000, S. 5.
(12) Siehe Rdnr. 2.2. Fördergebiete im Sinne von Artikel 87 Absatz 3

Buchstabe a) EG-Vertrag sind nach der deutschen Fördergebiets-
karte: Brandenburg, Mecklenburg-Vorpommern, Sachsen, Sachsen-
Anhalt und Thüringen. Die Arbeitsmarktregion Berlin ist als För-
dergebiet gemäß Artikel 87 Absatz 3 Buchstabe c) EG-Vertrag
eingestuft.



In Anbetracht der zu erwartenden positiven Wirkungen auf den
Wohnungsmarkt (Verringerung des Überangebots) und die
allgemeine sozioökonomische Entwicklung (rückläufige Abwan-
derung) in den neuen Ländern, der generell geringen Beihilfebe-
träge sowie der zeitlichen Befristung der Maßnahme bis
Ende 2006 ist die Kommission der Auffassung, dass für jene
Teile der Maßnahme, die sich auf Fördergebiete nach Artikel 87
Absatz 3 Buchstabe a) EG-Vertrag beschränken, die Beihilfe im
Verhältnis zu dem angestrebten Ziel steht und den Wettbewerb
nicht in einer Weise verfälscht, die dem gemeinsamen Interesse
zuwiderläuft. Deshalb ist eine abschließende Bewertung dieser
Beihilfe als Betriebsbeihilfe nicht erforderlich.

3.3.4. Bestehende Nachteile in Berlin

Für jene Teile der von Deutschland notifizierten Maßnahme, die
auf Fördergebiete nach Artikel 87 Absatz 3 Buchstabe c) EG-
Vertrag ausgerichtet sind, d.h. die Arbeitsmarktregion Berlin,
möchte die Kommission daran erinnern, dass in den Schlussfol-
gerungen des Europäischen Rates sowohl von Stockholm als
auch von Barcelona eine Verringerung des Beihilfe-Gesamtum-
fangs und eine Neuausrichtung von Beihilfen auf Ziele von
gemeinsamem Interesse, darunter Ziele des wirtschaftlichen
und sozialen Zusammenhalts gefordert wird (13).

Die Kommission hat bereits in einer früheren Entscheidung (14)
eingeräumt, dass Steuerbefreiungen als Sanierungsinstrument
eingesetzt und zu einer Risikoverminderung für Grundstücksin-
vestoren beitragen können, wenn sich ein Markt als hochriskant
erweist und durch renditeschwache Investitionen geprägt wird,
vor allem wegen der schwachen Nachfrage und fehlenden
Finanzierungsinitiativen. Als günstige Investitionsbedingungen
gelten eine hohe Gesamtrendite sowie neue Geschäftschancen,
transparente Ausstiegsstrategien und ein geringes Projektrisiko.

Außerdem ist in der Verordnung (EG) Nr. 1260/1999 des Rates
vorgesehen, dass Gemeinschaftsinitiativen im Bereich des
sozialen Zusammenhalts die “… wirtschaftliche und soziale
Wiederbelebung der krisenbetroffenen Städte und Stadtviertel
zur Förderung einer dauerhaften Stadtentwicklung” umfassen
sollen (15). Die Kommissionsinitiative URBAN, die auf Grun-
dlage dieser Verordnung entwickelt wurde, hat die Förderung
der physischen und wirtschaftlichen Sanierung von Städten und
Stadtvierteln mit Strukturproblemen zum Ziel. Auch wenn der
Schwerpunkt dieser Initiative auf städtischen Gebieten liegt, hat
die Kommission die Vorteile eines integrierten Ansatzes zur
Förderung von Synergien bei der städtischen und ländlichen

Entwicklung betont (16). Aus den vorstehenden Ausführungen
ist zu entnehmen, dass sich das Gemeinschaftsziel der Stärkung
des sozialen und wirtschaftlichen Zusammenhalts im Gemein-
samen Markt auch auf Initiativen zur Sanierung ländlicher und
städtischer Flächen erstreckt.

Somit kommt die Kommission zu folgenden vorläufigen
Schlussfolgerungen:

a. Die Leerstandsquote in Berlin liegt deutlich unter der
durchschnittlichen Leerstandsquote in den neuen Ländern.
Während die gesamte Leerstandsquote in den neuen Ländern
14,2 % beträgt, liegt die entsprechende Quote in Berlin bei
5,32 % für Wohnungen in Privatbesitz und bei 8,77 % für
kommunale Wohnungen. Fast alle leerstehenden Woh-
nungen befinden sich in Ostberlin.

b. Deutschland legt keine Angaben vor, die beweisen würden,
dass Berlin unter einem vergleichbaren Bevölkerungssch-
wund leidet, wie die von der Maßnahme erfassten Gebiete
nach Artikel 87 Absatz 3 Buchstabe a).

c. Während bei Fusionen und Übernahmen zwischen Woh-
nungsunternehmen und Wohnungsgesellschaften in
Gebieten nach Artikel 87 Absatz 3 Buchstabe a) in der Regel
eine Grunderwerbsteuer zwischen 150 000 EUR und
1,5 Mio. EUR anfällt, bewegen sich die entsprechenden
Beträge für Berlin erfahrungsgemäß zwischen 1,4 Mio. EUR
und 6,7 Mio. EUR.

d. Deutschland hat keine Angaben vorgelegt, die beweisen
würden, dass die befristete Freistellung von der Grunder-
werbsteuer zur Wiederbelebung des Grundstücksmarktes in
Berlin beitragen und positive Ausstrahlungseffekte haben
wird und dass es sehr unwahrscheinlich ist, dass sich der
Privatsektor ohne staatliches Zutun an Sanierungsmaß-
nahmen beteiligen wird.

Nach einer ersten vorläufigen Würdigung ergeben sich daher
Zweifel, dass die von Deutschland notifizierte Maßnahme für
das Gebiet nach Artikel 87 Absatz 3 Buchstabe c) (Arbeits-
marktregion Berlin) im Verhältnis zu dem angestrebten Ziel
steht — vor allem was die Verbindung zwischen der Steuerbe-
freiung und den von den Begünstigten zu tragenden Kosten
anbelangt — und den Wettbewerb nicht in einer Weise
verfälscht, die dem gemeinsamen Interesse zuwiderläuft. Nach
Auffassung der Kommission ist eine gründlichere Analyse
dieser schwierigen Frage notwendig. Deshalb möchte die
Kommission auch Stellungnahmen sonstiger Beteiligter
einholen, insbesondere von Wohnungsunternehmen und
Wohnungsgenossenschaften, die an Investitionen in den neuen
Ländern interessiert sind. Aus rechtlichen Gründen muss die
Kommission deshalb das Verfahren nach Artikel 88 Absatz 2
EG-Vertrag einleiten. Nur so wird die Kommission entscheiden
können, ob die Beihilfe notwendig ist und die Handelsbedin-
gungen nicht in einer Weise beeinträchtigt, die dem gemein-
samen Interesse zuwiderläuft.
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(13) Die Erklärungen dieser Europäischen Räte liegen in der Mitteilung
der Kommission an den Rat mit dem Titel “Fortschrittsbericht über
die Reduzierung und Neuausrichtung staatlicher Beihilfen”, Brüssel,
16. Oktober 2002, KOM(2002) 555 endg. in gesammelter Form
vor. Darüber hinaus vollzieht sich nach Auffassung der Kommis-
sion eine harmonische Entwicklung des Gemeinschaftsraums vor
dem Hintergrund einer stärkeren wirtschaftlichen Integration. “Dies
gilt auch für die Unterstützung aus den Strukturfonds, insbesondere
wo diese die Stadtentwicklung im Rahmen eines integrierten re-
gionalen Ansatzes sowie die ländliche Entwicklung in deren
Doppelfunktion als Beitrag zum europäischen Landwirtschaftsmo-
dell und zum wirtschaftlichen und sozialen Zusammenhalt
fördern.” Siehe Mitteilung der Kommission über die Strukturfonds
und ihre Koordinierung mit dem Kohäsionsfonds — Leitlinien für
die Programme des Zeitraums 2000-2006, ABl. C 267 vom
22.9.1999, S. 20.

(14) Entscheidung der Kommission vom 22.1.2003 zur Beihilferegelung
“Stempelsteuerbefreiung für gewerbliches Eigentum in den benach-
teiligten Gebieten” (ABl. L 149/2003).

(15) ABl. L 161 vom 26.6.1999, S. 1.

(16) Teil III: “Die Entwicklung der städtischen und ländlichen Gebiete
und ihr Beitrag zu einer ausgewogenen Raumentwicklung” der
Mitteilung der Kommission über die Strukturfonds und ihre Koordi-
nierung mit dem Kohäsionsfonds, ABl. C 267 vom 22.9.1999.



4. SCHLUSSFOLGERUNG

Aufgrund der vorstehenden Würdigung hat die Kommission
beschlossen, dass die Beihilfe im Rahmen der “Grunderwerb-
steuerbefreiung bei Fusionen von Wohnungsunternehmen und
Wohnungsgenossenschaften in den neuen Ländern” in jenen
Teilen mit dem EG-Vertrag vereinbar ist, die sich auf Förderge-
biete nach Artikel 87 Absatz 3 Buchstabe a) EG-Vertrag besch-
ränken. Gleichzeitig hat die Kommission beschlossen, das
Verfahren nach Artikel 88 Absatz 2 EG-Vertrag in Bezug auf
den Teil der Maßnahme einzuleiten, der sich auf die Arbeits-
marktregion Berlin, einem Fördergebiet nach Artikel 87
Absatz 3 Buchstabe c) EG-Vertrag bezieht.

Aus diesen Gründen fordert die Kommission die Bundesrepu-
blik Deutschland im Rahmen des Verfahrens nach Artikel 88
Absatz 2 EG-Vertrag auf, innerhalb eines Monats nach Eingang
dieses Schreibens ihre Stellungnahme abzugeben und alle sach-
dienlichen Informationen für die Würdigung der Maßnahme in
Bezug auf die Arbeitsmarktregion Berlin zu übermitteln.

Die Kommission erinnert die Bundesrepublik Deutschland an
die Sperrwirkung des Artikels 88 Absatz 3 EG-Vertrag und
verweist auf Artikel 14 der Verordnung (EG) Nr. 659/1999 des
Rates, wonach alle rechtswidrigen Beihilfen von den Empfän-
gern zurückgefordert werden können.

Die Kommission teilt der Bundesrepublik Deutschland mit, dass
sie die Beteiligten durch die Veröffentlichung des vorliegenden
Schreibens und einer aussagekräftigen Zusammenfassung dieses
Schreibens im Amtsblatt der Europäischen Union von der Beihilfe
in Kenntnis setzen wird. Außerdem wird sie die Beteiligten in
den EFTA-Staaten, die das EWR-Abkommen unterzeichnet
haben durch die Veröffentlichung einer Bekanntmachung in
der EWR-Beilage zum Amtsblatt und die EFTA-Überwachungs-
behörde durch Übermittlung einer Kopie dieses Schreibens von
dem Vorgang in Kenntnis setzen. Alle vorerwähnten Beteiligten
werden aufgefordert, innerhalb eines Monats nach dem Datum
dieser Veröffentlichung ihre Stellungnahme abzugeben.»
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